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Este trabajo ofrece una aproximación general a las violencias en Colombia, a partir de una información estadística y un
balance de los estudios colombianos sobre el tema. Se intenta combinar el análisis estructural de largo plazo con los marcos
coyunturales —diferenciados regionalmente— que sirven de escenario para la opción armada de actores de diverso espectro

ideológico. Así, en el largo plazo se analizan el problema agrario y la manera en que se organizó la sociedad y el Estado
colombiano desde los tiempos de la colonia española. En el medio plazo, se estudian los resultados de la violencia de los años
cincuenta y de la coalición política del Frente Nacional que se diseñó como solución a lo anterior; asimismo, se analizan los

cambios de la sociedad colombiana desde los años sesenta, como la rápida urbanización, el proceso de secularización acelerada y
el surgimiento de nuevas capas medias urbanas. En el corto plazo, se reflexiona sobre los efectos de la penetración del

narcotráfico en la economía y la sociedad, junto con las transformaciones recientes de los actores armados. Como resultado de
esta combinación de procesos, se produce una notable difusión de la violencia en la sociedad colombiana, donde se hace difícil

distinguir entre violencia política y no política, entre iniciativas individuales y colectivas, en el ámbito nacional y
enfrentamientos regionales locales, entre conflictos públicos y privados. Finalmente, se presenta un balance provisional de la

evolución de la búsqueda de salidas negociadas al conflicto.
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La reanudación de las conversaciones de paz entre el gobier-
no colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC), el pasado 24 de octubre de 1999, pareció
ofrecer un segundo aire a las esperanzas de la sociedad
colombiana, empeñada en encontrar una salida al conflicto
armado que la viene aquejando en los últimos cincuenta
años. Pero, en esta ocasión, el clima de optimismo que había
acompañado los anuncios de las anteriores conversaciones
parece casi ausente, o, al menos, mucho más moderado: en
menos de un año y medio fue desapareciendo la euforia de
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los comienzos del gobierno de Andrés Pastrana, cuyo gesto
audaz de encontrarse con el jefe de las FARC, Manuel Maru-
landa Vélez, Tirofijo, le mereció la atención de la opinión
pública nacional e internacional. Y fue siendo reemplazada
por un creciente escepticismo, que refleja tanto la desconfian-
za frente a la voluntad de paz de este grupo guerrillero como
la decepción frente a la manera errática en que el gobierno ha
venido manejando este proceso. Además, las denuncias de
abusos, supuestos o reales, cometidos por las FARC en la
zona de despeje, que el gobierno dejó bajo su control para
garantizar la seguridad de sus negociadores, aumentan bas-
tante el descontento y la desconfianza. De ahí las crecientes
demandas para la existencia de una comisión de verificación,
internacional o nacional, que se encargue de tramitar las res-
pectivas quejas.

Por otra parte, el clima de recesión económica y de cre-
ciente desempleo, y la consiguiente protesta social, añade
motivos al escepticismo general. Sin embargo, la reiniciación
de los diálogos en La Uribe, los acercamientos al Ejército de
Liberación Nacional (ELN) y la creciente movilización ciu-
dadana contra la violencia y a favor de la paz parecen abrir
un cierto compás de espera a expectativas menos pesimistas,
pero sin modificar del todo el escepticismo reinante.

Este escepticismo se ha venido profundizando por algu-
nas actividades de los grupos guerrilleros, como los secues-
tros indiscriminados en las carreteras (las llamadas pescas
milagrosas), que golpean a sectores medios de las ciudades,
que casi no habían sentido los efectos de la guerra en carne
propia, agudizando un problema ya bastante grave. El acu-
dir a los secuestros como método de financiación de la lucha
armada, considerado por la guerrilla como impuesto de gue-
rra, ha contribuido en buena parte a la deslegitimación de la
opción armada en la opinión pública colombiana.1 Lo mismo
que a las diversas formas de impuesto, gramaje, sobre la pro-
ducción de narcocultivos, cuya zona tiende a coincidir con
las áreas controladas por la guerrilla.

A esta deslegitimación creciente de la lucha guerrillera
contribuye la tendencia a incrementar los ataques guerrille-
ros a poblaciones rurales en las semanas inmediatamente
anteriores al comienzo de las negociaciones, que obedecen a
la lógica perversa de mostrar fuerza militar antes de sentarse
a negociar. Pero que, en el momento actual, se muestra con-
traproducente al reducir el margen de maniobra del gobier-
no frente a sus partidarios de derecha, que empiezan a
engrosar el número de los opositores a la solución negociada.

Por otra parte, los secuestros de los pasajeros del avión
Fokker de Avianca y de los feligreses de la parroquia de La
María en Cali, por parte del ELN, ayudaron a enrarecer más
el ambiente. Sobre todo, cuando se manifestó la voluntad de
cobrar rescate por los secuestrados, lo que ocasionó un cam-
bio en la percepción de este grupo armado, que generalmen-
te solía tener más en cuenta la opinión pública, nacional o
mundial. Al principio, se habían interpretado estas acciones
como actos desesperados de este grupo para ser tenidos en
cuenta por el gobierno, que había privilegiado las nego-
ciaciones con las FARC, tal vez por su mayor fuerza bélica, o
quizá porque las negociaciones con el ELN se habían inicia-
do en el pasado gobierno de Samper, del cual se trata de
mostrar distancia.

Fruto de este escepticismo y esta desconfianza ha sido la
expansión de las actividades del paramilitarismo, que se ha
extendido a zonas del país que antes estaban relativamente
exentas del fenómeno y ha aparecido con fuerza en el mundo
académico y universitario. En los últimos seis meses, el mun-
do académico colombiano se vio golpeado por el asesinato
de tres investigadores en Ciencias Sociales, caracterizados
todos por su espíritu crítico y su independencia frente a los
actores armados de todo estilo. Además, el avance de estos
grupos paramilitares y de autodefensa, de orientación de
extrema derecha, en territorios normalmente influidos por
los grupos guerrilleros, y el correspondiente contraataque de
éstos, han producido un incremento de la guerra sucia contra

la población civil. Este aumento obedece al estilo normal de
operar de todos los actores armados, que consiste en golpear
a las bases sociales —reales o supuestas— del adversario,
para, según ellos, “quitarle el agua al pez”.

El resultado de estos desarrollos contrastados ha sido el
enorme volumen de población civil desplazada, que ha
alcanzado ya la cifra de un millón y medio de colombianos
en los últimos quince años (entre 1985 y 1999), que quieren
escaparse del fuego cruzado entre los actores armados. Sólo
en los últimos cuatro años, entre agosto de 1994 y junio de
1998, se estima en 726.000 el número de desplazados forza-
dos: una gran proporción de ellos son parte de éxodos masi-
vos. Se calcula que un 62% no ha podido regresar a su lugar
de origen, un 55% es menor de 18 años y un 12% es menor
de 15 años. Lo que significa que es un problema que afecta a
la población infantil y a las madres cabezas de hogar (son
viudas tres de cada cinco de ellas).2

Sin embargo, no todo es negativo en este panorama glo-
bal: al lado del avance de estas tendencias guerreristas, se
empieza a consolidar la movilización ciudadana por la paz.
Precisamente, la fecha del mismo 24 de octubre, escogida
para reanudar los diálogos, coincidía con la señalada para
desarrollar una serie de marchas ciudadanas a lo largo de
todo el país para exigir a todos los actores armados el inicio
inmediato de las negociaciones, el cese multilateral al fuego
y el respeto a la población civil. En esta movilización ciu-
dadana están confluyendo varios movimientos sociales, de
distinto origen y diversa orientación ideológica, lo que indica
cierta tendencia a la superación de la fragmentación y la falta
de cohesión que hasta ahora han caracterizado estos esfuer-
zos de la llamada sociedad civil. Por otra parte, incluso en las
negociaciones anteriores se habían logrado ya avances sus-
tanciales, como el acuerdo sobre la agenda por discutir, la
designación de la Comisión negociadora y la formación de la
Comisión temática, con participación del mundo político,
académico y del movimiento social por la paz.

1 La magnitud del problema

Este marco introductorio permite acercarnos un poco mejor a
la complejidad y magnitud del fenómeno de las múltiples
violencias que aquejan al país, que van mucho más allá de la
relación con el problema del narcotráfico y que tocan toda la
historia reciente de Colombia. Según Mauricio Rubio, a par-
tir de 1970, la tasa de homicidios empieza a crecer acelerada-
mente y alcanza proporciones epidémicas a mediados de los
años ochenta: en veinte años, las muertes violentas se cua-
druplicaron, pero en la primera década de los noventa ten-
dieron a disminuir levemente para empezar a repuntar a
partir de 1996.3 Señala Rubio que estas tasas son superiores
a los actuales patrones internacionales y sólo equivalentes a
los que se producen en guerras civiles declaradas: países
americanos afectados por la violencia como Brasil, México,
Venezuela y Estados Unidos sólo alcanzan a una fracción,
entre el 15 y el 25% de las tasas colombianas. Y la relación
con algunos países asiáticos o europeos es superior a cuaren-
ta a uno, de modo que, para encontrar tasas similares en
Europa, habría que remontarse hasta el siglo XVI.4

Por su parte, Saúl Franco corrobora estas tendencias:
entre 1975 y 1982, observa un crecimiento lento, de 5.788
casos de homicidio a 10.679, y un crecimiento desbordado
entre 1983 y 1993, cuando se pasa de 9.087 a 28.284, número
que se mantiene en los dos años siguientes, para descender
levemente en 1995 a 25.398. El promedio de todo el período,
1975-1995, queda en 16.056 homicidios anuales. Con respecto
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a las tasas por cada 100.000 habitantes, este autor percibe la
misma tendencia señalada por Rubio: un aumento lento ini-
cial, uno acelerado para la segunda década y un pequeño
descenso a partir de 1991: 24 por 100.000 en 1975 y 86 por
100.000 en 1991. Si se compara con las tasas internacionales,
se observa que, entre 1990 y 1995, Colombia alcanza una tasa
de 74,5 por cada 100.000 habitantes, seguido de Brasil con
17,4 (más de 4 veces menos), México con 16,8, Venezuela con
14,7 y Estados Unidos con 9. Además, si se estudia la rela-
ción con los grupos de edad, se ve que los mayores incre-
mentos corresponden a la población masculina de entre 15 y
19 años, cuya tasa se quintuplica entre 1979 y 1994, y en el
grupo entre 20 y 24, cuya tasa se cuadruplica; mientras que
los grupos entre 25 y 30 años y entre 35 y 44 triplican su tasa.
Lo mismo sucede con la población femenina, cuya tasa tam-
bién se triplica, al pasar, entre 1979 y 1994, de 3,3 a 11 por
100.000. Además, Franco señala como fenómeno sin paralelo
en el mundo el incremento de la tasa de homicidios de niños
entre los 10 y 14 años, que pasa de 1,2 a 2,8 por cada 100.000.5

Según un informe reciente de la Dirección de Policía Judicial,
DIJIN, en 1998 se perpetraron 23.096 homicidios, un número
enorme todavía, pero que significa una tendencia descenden-
te (una tasa de 72 por cada 100.000 habitantes), que había
aumentado a 26.642 en 1996, para bajar a 25.379 en 1997.6

En esta tendencia general de aumento creciente de los
homicidios, destacan los relacionados con la confrontación
política, que, según Franco, suponen un total de 22.617 homi-
cidios políticos y ejecuciones extrajudiciales fuera de comba-
te durante el período estudiado, 1975-1995.7 Esto equivale a
un promedio anual de 1.077 homicidios, es decir, tres homi-
cidios diarios durante dos décadas: el peor año es 1988, con
2.738, cuando se eligen por primera vez los alcaldes por
votación popular directa, lo que refleja un avance de la
Unión Patriótica, se intensifica el narcoterrorismo y la repre-
sión del Estado. En términos porcentuales, se produce tam-
bién un aumento lento entre 1975 y 1985, del 1,2% al 7,9%,
para acelerar el crecimiento hasta alcanzar casi un 20% en
1988. Las principales víctimas de este tipo de asesinatos, para
Franco, son campesinos a quienes se supone simpatizantes o
apoyos de los grupos guerrilleros, dirigentes y miembros de
organizaciones obreras, dirigentes cívicos, dirigentes políti-
cos de izquierda y defensores de derechos humanos. El 50%
de ellos tenía entre 18 y 39 años, y el 92% era de sexo mascu-
lino.8

Esta modalidad de violencia política alcanza su expresión
límite en las llamadas masacres, definidas como la liquidación
física, simultánea a cuasi simultánea, de más de cuatro per-
sonas en estado de indefensión. Estos asesinatos colectivos se
han venido incrementando a partir de 1997 y, en la mayoría
de los casos, obedecen a motivos políticos o de la llamada
limpieza social contra grupos estigmatizados de la sociedad
(marginales urbanos, travestis, prostitutas, pequeños delin-
cuentes —casi siempre jóvenes—, denominados horrenda-
mente desechables). Entre 1980 y 1993, este fenómeno se había
localizado en el área metropolitana de Medellín (200 masa-
cres), Magdalena Medio (124), Bogotá (60), Urabá (donde
sólo Apartadó aportó el 6,4% del total nacional y el 8% de las
víctimas), Meta y Boyacá. En 1996, una sola región, Antio-
quia, tuvo la mitad de las 110 registradas: de las 55 señala-
das, un 47% fue atribuido a los paramilitares, el 15% a la
guerrilla y el 7% a grupos de limpieza social. En la década de
los ochenta, se atribuyó a grupos paramilitares un 28% de las
masacres y un 17% a escuadrones de la muerte, mientras que
un 15% se atribuyó a la guerrilla y otro tanto a las fuerzas
armadas del Estado. Y en 1995, el 33% se atribuyó a paramili-
tares, el 29% a la guerrilla y el 8% a las fuerzas armadas del
Estado.9 Según los informes de la Defensoría del Pueblo, el
fenómeno parece seguir en aumento, pues en 1998 se perpe-
traron 194 masacres.10

En este contexto de violencia generalizada, pueden obser-
varse ciertas tendencias, según Mauricio García: la primera
es el notable crecimiento de los asesinatos de carácter políti-

co en los años ochenta y su relativa estabilización, en una
cota bastante elevada, en los años noventa. Esta tendencia
contrasta con la segunda, la disminución significativa de
detenciones políticas arbitrarias, que caracterizaron el
gobierno de Turbay (1978-1982). Una tercera tendencia es el
aumento significativo de la confrontación directa entre los
actores armados, que se evidencia en la evolución de los
muertos en combate, que crecen moderadamente en los años
ochenta y aumentan considerablemente en los noventa,
cuando tienden a igualarse con el nivel de los asesinatos
políticos. En el último año y medio, aparece como fenómeno
inédito el enfrentamiento directo entre guerrilleros y parami-
litares.11

Esto se interpreta, según García, como resultado de los
dos planos en que se mueve la confrontación armada en
Colombia (confrontación directa entre los contendientes y
guerra sucia contra los apoyos, reales o supuestos del
adversario): el plano de la confrontación armada directa
viene creciendo desde los años ochenta hasta hoy, lo que
refleja el fortalecimiento creciente de los distintos actores
armados (más frentes guerrilleros, más grupos paramilita-
res, más brigadas de las fuerzas armadas del Estado), que
produce un mayor número de combates entre 1991 y 1996,
y un aumento de los muertos en combate entre 1997 y 1998,
acompañado de una disminución de las acciones bélicas.
Este aumento de los combates contrasta con un descenso de
atentados y sabotajes contra bienes civiles a menos de la
mitad de los que ocurrían entre 1991 y 1992. Lo que permi-
te concluir al autor que nos hallamos ante grupos cuanti-
tativamente (y tal vez también cualitativamente) distintos
de los de los años ochenta, lo que plantea la necesidad de
analizar la evolución de los actores armados en la última
década.

Esta evolución se refleja necesariamente en los cambios
de enfoques de los analistas sociales, colombianos o extranje-
ros, que se han visto obligados a dedicar lo mejor de sus
esfuerzos al estudio de la violencia, hasta el punto de ser
declarados, a pesar de sus inútiles protestas, pioneros de una
nueva rama de las Ciencias Sociales: la Violentología.

2 El análisis social de
las violencias en Colombia

La importancia del tema de las violencias en Colombia ha
hecho que sea un objeto privilegiado de la atención de los
científicos sociales, aunque no deja de llamar hoy la atención
el contraste actual entre cierto relativo estancamiento de los
estudios generales sobre la violencia en Colombia, el aparen-
te agotamiento de los paradigmas de explicación general del
fenómeno y la creciente expansión del control territorial de
actores paraestatales, sean guerrilleros o paramilitares. Ante
este contraste, muchos se preguntan si no será que el fenó-
meno está ya sobrediagnosticado, mientras que otros anotan
que los estudios apenas empiezan a desbrozar el problema.
Otros se interrogan sobre la posibilidad de una interpreta-
ción global de la violencia y abogan por estudios más desa-
gregados de carácter regional, al estilo de los de Adolfo Ater-
hortúa en Trujillo12 y María Victoria Uribe en Urabá.13 Algu-
nos, como Alfredo Rangel14 y Jesús Antonio Bejarano,15 cues-
tionan el desinterés con que el conjunto de la sociedad
colombiana mira el problema. Para otros, la preocupación se
centra en que el conocimiento acumulado sobre el tema no
parece reflejarse en las acciones del Estado y la sociedad:
como señala el mismo Bejarano, pareciera presentarse un
divorcio entre los estudios sobre las violencias y las búsque-
das teóricas de solución de conflictos.



Sin embargo, se pueden encontrar referencias comunes
en la globalidad de los estudios, tales como la precariedad de
la presencia del Estado —aunque entendida de diversas for-
mas—, la carencia de un ámbito público de resolución de
conflictos como contraste a la tendencia a la solución privada
de ellos, la rutinización o banalización del fenómeno, la mul-
tiplicidad de formas que oculta, su relación con redes locales
y regionales de poder, la inexistencia de una relación causal
directa entre pobreza y violencias, la frontera difusa entre
violencia política y no política, incluida la delincuencial, etc.

Por otra parte, los estudios sobre la violencia varían
según su explicación se centre en el Estado o en la sociedad:
para unos, la violencia, sea política o social, tiene que ver con
la negación del Estado para reconocer la pluralidad.16 Para
otros, la violencia tiene que ver más bien con una sociedad
que no se reconoce en el Estado, ni lo acepta como tercero en
discordia para dirimir sus conflictos, ni se muestra capaz de
convivir con la diferencia. Por ejemplo, Daniel Pecaut17 sos-
tiene que la violencia tiene que ver menos con los abusos de
un Estado omnipotente que con los espacios vacíos que el
Estado deja en la sociedad, que queda librado a su propia
dinámica de fuerzas contrapuestas.

La tradición de los estudios de la violencia colombiana se
inicia en 1962 con el estudio pionero de la Comisión com-
puesta por monseñor Germán Guzmán, Orlando Fals Borda
y Eduardo Umaña Luna,18 que rompe con la tendencia de los
trabajos polémicos, escritos por personas vinculadas a los
bandos en pugna, muchos de ellos en forma novelada. Esta
comisión intenta hacer una geografía e historia de la violen-
cia, introduciendo variaciones regionales y remontándose a
los antecedentes de los años treinta. Además, trata de anali-
zar aspectos más estructurales como la conformación de los
grupos armados, la semblanza de sus principales jefes, sus
tácticas y modos de financiación, sus manifestaciones cultu-
rales y la quiebra de las instituciones fundamentales. Luego
se acerca a una lectura sociológica, señalando sus consecuen-
cias materiales, los factores sociojurídicos de la impunidad y
la relación entre el conflicto y la estructura social del país.
Como señala Carlos Miguel Ortiz en su balance historiográfi-
co,19 este estudio se distancia de la lectura tradicional, porque
no considera al pueblo como una masa bárbara manipulada
sino como un protagonista activo del proceso. Pero otros han
señalado la ausencia de una reflexión profunda sobre el
papel del Estado y del funcionamiento del sistema biparti-
dista en este análisis.

En cambio, la pregunta por el Estado será clave en la
reflexión de los científicos políticos, casi todos norteameri-
canos, como Vernon Fluharty,20 Robert Dix,21 Ramsey Rus-
sel,22 Richard Weinert,23 William Payne,24 Robert Williamson25

y, sobre todo, Paul Oquist.26 Oquist rompe con las variables
normalmente usadas, como el contraste entre tradición y
modernidad, y afirma que la violencia supuso un derrumbe
parcial del Estado colombiano (tal vez sobrestimando la soli-
dez y coherencia previas de éste). El énfasis en las clases
sociales, especialmente en las de las luchas campesinas, pre-
sente en Oquist, será central en Pierre Gilhodés27 (que habla-
rá de la violencia como una rebelión campesina frustrada) y
en Eric Hobsbawn,28 que se referirá a los guerrilleros colom-
bianos como rebeldes primitivos.

Estos problemas fueron retomados por muchos académi-
cos colombianos y extranjeros como objeto de sus tesis de
grado u otros estudios, que subrayan la importancia de la
diferenciación regional. Con el riesgo de omitir algunos
nombres, recuerdo los notables libros de James Henderson
(Tolima),29 Carlos Miguel Ortiz (Quindío),30 Jaime Arocha
(Quindío),31 Roberto Pineda Giraldo (El Líbano),32 Gonzalo
Sánchez y Donny Meertens (sobre el bandolerismo social)33 y
Darío Fajardo (Tolima).34 Muchos de los resultados y conclu-
siones de estos trabajos han sido reelaborados y reinterpreta-
dos por Gonzalo Sánchez en su balance de estudios sobre la
violencia y los capítulos sobre la violencia en la Nueva Histo-
ria de Planeta Colombiana.35 Esta síntesis de Sánchez combi-
na la visión de conjunto desde la nación con la mirada sobre
lo regional, y muestra el fracaso de las reformas del Frente
Nacional en relación con las zonas violentas, como prepara-
ción de la fase posterior de la violencia.

Otro balance importante se realizó en 1984, en el primer
simposio sobre la violencia colombiana, que mostró ya una
relativa madurez de los estudios sobre el tema, lo mismo que
un énfasis en la relación entre conflictos violentos y estructu-
ras agrarias, diferenciadas regionalmente: por ejemplo, los
trabajos de Katherine Legrand,36 el artículo excelente de
Medófilo Medina sobre el sur del Tolima,37 y el capítulo de
Carlos Miguel Ortiz sobre el Quindío.38 También se destacó
allí el estudio de Herbert Braun sobre el Bogotazo39 y la
visión retrospectiva de monseñor Guzmán sobre su propia
obra, veinte años después. Pero tal vez uno de los mejores
intentos de síntesis de este período es el de Daniel Pecaut en
varios libros y artículos, particularmente Orden y violencia,40

que enmarca el fenómeno de la violencia dentro de un escla-
recedor estudio de la coyuntura política de los años treinta a
cincuenta, cuya interpretación se centra en la disociación
entre lo social y lo político. Este libro ha sido enriquecido por
varios artículos del autor sobre el tema, hasta el día de hoy.

Un cuarto momento de este balance está señalado por la
creación de la Comisión de Estudios sobre la Violencia, que
realizó un nuevo análisis del fenómeno entre marzo y mayo
de 1987, que dio lugar a la mal llamada violentología, nom-
bre que rechazan unánimemente todos los participantes en
dicha comisión. La Comisión significó una importante ruptu-
ra con el sobredimensionamiento que se daba a la violencia
política, al señalar el carácter multidimensional de las violen-
cias y la necesidad de una lectura más plural del fenómeno.41

Hay que diferenciar entre violencia política, socioeconómica,
sociocultural y territorial, reforzadas todas por cierta cultura
de la violencia. La Comisión insistía en que las violencias
que nos están matando no son tanto las del monte (solo 7,5%
en 1985) como las de la calle, relacionadas con la pobreza
absoluta y la desigualdad social, que se expresan en formas
extremas de resolver conflictos. Estas violencias están más
relacionadas con la calidad de vida y las relaciones sociales
que con la lucha por lograr el acceso al control del Estado.

Sin embargo, la solución que presentan sigue centrada en
el Estado: la democracia necesita que el Estado reconozca la
pluralidad de la sociedad en lo étnico, lo social y lo político.
Pero también señala que la impunidad en la violación de los
derechos humanos no sólo se debe a deficiencias en los apa-
ratos policiales y judiciales, sino también a nuestra historia
de desigualdades económicas y sociales, al acceso diferencia-
do a los bienes materiales y a los obstáculos a la realización
de los colombianos como ciudadanos y como miembros de la
sociedad.

Además, la Comisión señala las particularidades de la
violencia política contrastando las guerras civiles del siglo
XIX, la violencia de los años cincuenta y la actual. Las gue-
rras civiles del siglo pasado reflejaban principalmente los
enfrentamientos entre las elites, mientras que la violencia de
los años cincuenta estaba encabezada por líderes populares,
al producirse un desfase entre la dirección ideológica y la
conducción militar. Esto produjo expresiones anárquicas,
desestabilización de los poderes y marcada fragmentación de
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la sociedad. Se señala que la violencia de los sesenta y seten-
ta es de naturaleza diferente de la de los conflictos anterio-
res, pues los actores armados de estas décadas no buscan
insertarse en el poder ya constituido sino destruir y sustituir
el existente. En esta nueva etapa, la revolución cubana sirve
de detonante con la teoría del foco, pero los nuevos rebeldes
encuentran terreno abonado en la persistencia de grupos de
la violencia anterior, no plenamente insertos en el Frente
Nacional, cuyo carácter de democracia restringida y su dele-
gación del manejo del orden público a manos exclusivamen-
te militares sirve de caldo de cultivo de las nuevas guerrillas.
Señala la Comisión la evolución de los movimientos guerri-
lleros desde su surgimiento y relativa consolidación, con sus
reflujos y problemas, pasando por la segunda generación (a
finales de los setenta), cuando se presenta una nueva politi-
zación de la guerrilla, para concluir con el momento en que
se escribió el informe (1987). El momento de entonces se
caracteriza por la coexistencia con el narcotráfico y la violen-
cia difusa —a veces indistinguible de la violencia política—,
que insertan la lucha armada en un nuevo contexto de
expansión y refinanciación autónomas, que conduce a una
total autonomía frente a los factores externos. Pero esta inser-
ción, sostiene el informe, no produce una crisis insurreccio-
nal sino una anarquización generalizada de la vida social y
política.

Los estudios de la Comisión dieron lugar a una nueva
línea de estudios, que se reflejó en una serie de congresos y
simposios sobre el tema, como los realizados en Chiquinqui-
rá, que mostraron una proliferación de enfoques. Además,
también aparecieron otros libros, algunos de ellos tesis de
maestría, como las de Javier Guerrero (violencia en Boyacá
en los años treinta),42 Elsy Marulanda (colonización del
Sumapaz en los años veinte y treinta),43 Darío Betancur
(sobre los pájaros, asesinos políticos, del valle del Cauca),44

Reinaldo Barbosa (Llanos orientales), Carlos Medina (sobre
el paramilitarismo en Puerto Boyacá45 y la historia del ELN46).
En esta línea, habría que destacar el notable estudio de Mery
Roldán sobre la violencia en Antioquia47 y los trabajos del
INER en la Universidad de Antioquia, centrados sobre todo
en Urabá (María Teresa Uribe y Clara Inés García, etc.)48 y el
Bajo Cauca antioqueño. La violencia urbana fue objeto prin-
cipal de los esfuerzos de la Universidad del Valle, con los
trabajos de Álvaro Camacho, Álvaro Guzmán49 y otros, pero
también en Antioquia se presentó un interesante acercamien-
to al problema de la violencia urbana, particularmente la
juvenil, por parte de la Universidad de Antioquia y la Corpo-
ración REGIÓN (Alonso Salazar,50 Ana María Jaramillo,51 Glo-
ria Naranjo,52 Marta Villa53 y otros).

Muchos de estos esfuerzos fueron recogidos por el con-
junto de investigaciones realizadas por el CINEP (Centro de
Investigación y Educación Popular) entre 1988 y 1992, que
trataban de combinar el enfoque estructural e histórico, de
largo plazo, con estudios coyunturales de regiones particu-
larmente violentas como el Magdalena Medio Santandereano
(Alejo Vargas),54 la zona esmeraldífera de Boyacá (María Vic-
toria Uribe),55 la zona del Sumapaz (José Jairo González),56 el
Bajo Cauca antioqueño (Clara Inés García)57 y la ciudad de
Medellín (Alonso Salazar y Ana María Jaramillo).58 El enfo-
que histórico-estructural se refleja en los estudios de Consue-
lo Corredor sobre modernización económica y modernidad,59

los estudios de Fabio Zambrano y Fernán González sobre los
trasfondos históricos de la violencia,60 el libro de Fabio López
de la Roche sobre la cultura de la izquierda,61 el trabajo de
Elsa María Blair sobre las fuerzas armadas62 y el libro de
Mauricio García63 sobre las políticas de paz hasta Tlaxcala.

La idea central que guiaba este conjunto de las investiga-
ciones del CINEP era que las violencias recientes deberían
analizarse en el contexto de la historia del país, particular-
mente a la luz de la específica configuración del Estado y la
sociedad colombianos, teniendo siempre en cuenta la dimen-
sión espacial y las modalidades concretas tanto de la ocupa-
ción de los territorios como de las formas de cohesión social

que en ellos se generan. Y la manera como se articulan los
poderes locales de esos territorios con el Estado nacional a
través de los partidos políticos y los imaginarios de pertenen-
cia o identidad que acompañan esta articulación. Como resul-
tado de esos complejos procesos sociales, económicos, políti-
cos y culturales, se explica la inexistencia de un espacio públi-
co de resolución de conflictos como la otra cara de la proclivi-
dad a la solución privada y violenta de los problemas.

Habría que señalar que esta línea de análisis ha sido pro-
longada por algunos de estos investigadores en trabajos pos-
teriores: es el caso de algunos trabajos de María Victoria Uri-
be y José Jairo González, anteriormente mencionados.64 Una
línea análoga, con algunas diferencias, la constituye el exce-
lente trabajo de Adolfo Atehortúa sobre Trujillo,65 que señala
las continuidades y rupturas de la violencia en un largo pla-
zo, que arranca desde la primera colonización y el pobla-
miento, pasa por la violencia partidista hasta llegar al actual
momento, cuando aparecen confrontados guerrilleros, para-
militares y narcotraficantes.

Con respecto a la relación entre violencia y derecho,
habría que tener en cuenta los trabajos de Iván Orozco sobre
combatientes, rebeldes y territorios,66 junto con la aproxima-
ción de Germán Palacio al concepto de paraestado.67 Tam-
bién habría que recordar los análisis de Gabriel Gómez y
Rodrigo Uprimny sobre las relaciones entre justicia y violen-
cia. Precisamente, la diferenciación entre delincuente político
y común ha sido objeto de una dura crítica por parte de
Mauricio Rubio:68 según él, la evidencia empírica contradice
las dos premisas de los partidarios de una salida negociada
al conflicto, que conciben a los insurgentes como bandidos
sociales que actúan como actores colectivos, determinados por
condiciones estructurales objetivas y opuestos a los organis-
mos del Estado, instrumentos esenciales de los grupos domi-
nantes. Así, la realidad encontrada no muestra a los actores
armados como modernos Robin Hood, con motivaciones
altruistas, amplio respaldo popular, una honda adhesión
política, una acentuada movilidad y cierto carácter telúrico
(una relación cercana con un territorio y una población
determinada), sino con conductas muy semejantes a las del
delincuente común. Señala que el apoyo económico del cam-
pesino a las guerrillas dista de ser voluntario, las relaciones
amigables con las comunidades campesinas son escasas, el
manejo clientelista de los recursos públicos por parte de la
guerrilla no se diferencia del de los políticos tradicionales
sino por su carácter armado.69 Peor aún, el recurso al secues-
tro o al impuesto sobre el narcocultivo hacen bastante irreal
la distinción entre delincuentes comunes y políticos. Rubio
señala la necesidad de combinar los análisis basados en la
teoría de la escogencia natural de los individuos, que responden
a intereses individuales, con la visión sociológica del mundo,
que respondería a las llamadas causas objetivas de la violen-
cia. Esta combinación se vería reforzada por la evidencia
empírica que muestra claramente cómo el delito común y el
delito político —que se financia con el primero— se comple-
mentan y refuerzan mutuamente.70

Para acercarse al tema de las relaciones de la violencia
con el narcocultivo, hay que tener en cuenta el trabajo de Jai-
me Eduardo Jaramillo, Fernando Cubides y Leonidas Mora,71

que muestran las interrelaciones entre colonización campesi-
na, coca y guerrilla, así como los trabajos del CINEP, realiza-
dos por Ricardo Vargas y Jackeline Barragán. Es interesante
señalar la manera en que Francisco Thoumi72 relaciona los
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problemas de la violencia y el narcotráfico con el estilo de
desarrollo del Estado colombiano y su crisis de legitimidad.
Sobre las relaciones entre problema agrario y violencia, del
narcotráfico o no, se pueden consultar también los análisis
de Alejandro Reyes Posada. También se pueden consultar los
trabajos de José Jairo González sobre la Amazonia.73

Sobre el desarrollo de la guerrilla, hay que destacar los
esfuerzos de Eduardo Pizarro para la historia del origen de las
FARC74 y sobre su carácter insurgente que no conduce a la
revolución.75 En ese sentido, también el libro de José Jairo Gon-
zález, antes citado, sobre las repúblicas independientes en el
Sumapaz arroja luces sobre el origen de las FARC. Es intere-
sante asimismo el estudio antropológico, que mencionábamos
inicialmente, de María Victoria Uribe sobre el regreso del EPL
(Ejército Popular de Liberación) a la vida civil, con una marca-
da insistencia en la subcultura guerrillera, la mentalidad y el
origen de los combatientes, sus motivaciones para la lucha,
sus vivencias de desarraigo y reinserción. En ese sentido son
útiles los libros de Arturo Alape sobre Tirofijo,76 los relatos de
Alfredo Molano sobre personajes ligados a la violencia,77 los
libros de Darío Villamizar sobre el M-1978 y las narraciones de
algunos antiguos militantes sobre algunas de sus respectivas
organizaciones: por ejemplo, los trabajos de Álvaro Villarraga
y Nelson Plazas,79 y Fabiola Calvo80 sobre el EPL.

Más recientemente, han surgido algunos estudios más o
menos críticos de los trabajos realizados sobre la violencia,
que piden mayor rigor teórico y más respaldo empírico seña-
lando cierto facilismo de algunos análisis que se lanzan a ser
especulaciones deductivas sin mucha base en los hechos.
Algunos intentos de buscar datos estadísticos para ir creando
series periódicas, como los trabajos de Camilo Echandía y
Fernando Gaitán, han sido importantes. Lo mismo que cier-
tas precisiones teóricas e históricas, y contrastaciones factua-
les contra algunas afirmaciones un tanto superficiales,
hechas por el mismo Fernando Gaitán, Malcolm Deas y Jesús
Alberto Bejarano, ayudan a clarificar el tema.

Sin embargo, curiosamente estos autores no se distancian
tanto como creen de aquellos a quienes critican. Así, Mal-
colm Deas81 hace un recorrido por la historia colombiana
para mostrar que Colombia no siempre ha sido tan violenta
como lo es ahora y que es realmente poco lo que sabemos
sobre el tema. Además, reivindica el carácter esencialmente
político de la violencia política, que considera irreductible a
otras categorías económicas, sociales y culturales. Y subraya
algo que generalmente se pasa por alto: se trata de una vio-
lencia política que busca el poder en los lugares donde el
Estado apenas si puede reclamar el monopolio de la fuerza,
por lo que la lucha no se da siempre contra el Estado sino
contra otros rivales. Esta afirmación está reforzada por la
idea de poca deferencia de la población frente a la autoridad
y de debilidad de las instituciones. Ambas ideas están muy
relacionadas con los enfoques centrados en la llamada preca-
riedad del Estado.

Por su parte, Fernando Gaitán Daza82 hace un recorrido
por las diferentes teorías internacionales y nacionales sobre
la violencia colombiana, señalando las incongruencias de
algunas de ellas con la información factual e intentando
construir una importante serie estadística sobre la violencia.
Finalmente concluye que los colombianos no somos esencial-
mente violentos sino que el tipo de instituciones políticas y
judiciales, junto con la organización política del país, facilita
la violencia: la referencia a los quiebres institucionales pro-
ducidos con los cambios de gobierno lo acerca a Oquist y
Hartlyn.83 La insistencia en la necesidad de combinar los aná-
lisis de las condiciones regionales y locales de áreas de con-
flicto con el análisis de la crisis nacional, lo acerca bastante al
enfoque de los trabajos del CINEP. Particularmente valiosa
es la aportación de Gaitán para descartar la fácil asociación
directa que se suele hacer entre pobreza y violencia y apun-
tar hacia la dirección más correcta, que sería asociar la vio-
lencia al aumento rápido y desigual de la riqueza en deter-
minadas áreas, donde es visible el contraste entre pobres y

nuevos ricos, y escaso el control estatal. Este enfoque, cerca-
no al de Bejarano, no se distancia tampoco del enfoque relati-
vo al tipo de presencia de las autoridades estatales en el nivel
local. También son útiles las recomendaciones de Gaitán
sobre la necesidad de profundizar en el análisis sociológico,
antropológico y psicológico de los grupos guerrilleros y
paramilitares, de los funcionarios de justicia, miembros de la
fuerza pública y de personas involucradas en el narcotráfico.

La idea de la relación entre nueva riqueza y violencia es
central en los trabajos de Jesús Antonio Bejarano:84 según él,
la causa de la violencia no es ni la pobreza en sí misma (la
violencia aumenta con la riqueza) ni la ausencia del Estado
en sí misma, sino la rápida expansión económica de ciertas
regiones, que va más allá de la capacidad del Estado para
hacer presencia en ellas. Esto reflejaría la pérdida del mono-
polio de la coerción legítima del Estado y la incapacidad de
la sociedad y de las instituciones judiciales para solucionar
civilizadamente los conflictos. Estos planteamientos son bas-
tante cercanos a los acercamientos en torno a la precariedad
del Estado y a la inexistencia de un espacio público de reso-
lución de conflictos, que ponen el problema tanto en el Esta-
do como en la sociedad.

También son importantes las precisiones de Bejarano en
torno a la evolución del movimiento guerrillero, ya que
muchos de los análisis se quedan en el momento fundacional
de los grupos rebeldes y prescinden de su posterior evolu-
ción. Así, señala que los movimientos guerrilleros ya no se
concentran exclusivamente en las zonas de colonización más
o menos marginal donde se originaron, sino que se han veni-
do expandiendo hacia zonas más ricas, dedicadas a la agri-
cultura comercial, ganadería, explotación petrolera o aurífe-
ra, y a zonas fronterizas o costeras, que les permiten acceder
a recursos del contrabando. Por lo demás, este cambio de
áreas hace que la guerrilla sea menos societaria, menos liga-
da a las bases sociales y más militarista. Así, las guerrillas de
las FARC buscan hoy apoyarse en los sectores no asimilados
en las economías del oro, petróleo, banano, palma africana,
coca y amapola, donde se produce un rápido crecimiento
económico, sin renunciar a la presencia en las tradicionales
zonas de colonización periférica.

En resumen, este rápido balance permite comprender
tanto los avances como los vacíos de los estudios sobre vio-
lencia: se tiene un panorama complejo sobre la violencia de
los años cincuenta y se conoce bastante el momento original
de las guerrillas de los setenta, pero hay vacíos notables
sobre su desarrollo ulterior en los años ochenta y noventa,
aunque ya se han producido algunos avances. Haría falta
profundizar en los cambios recientes de los actores armados
tanto en su naturaleza como en sus áreas de presencia y en el
hincapié que algunos hacen en la opción voluntaria y estraté-
gica que los actores armados hacen por la violencia,85 lo que
no desconoce las condiciones estructurales y coyunturales
donde se hace esta opción. Hace falta profundizar en temas
como la precariedad del Estado y la fragmentación de poder
en los niveles local, regional y nacional; la relación no directa
entre pobreza y violencia; la caracterización del régimen
político como cerrado o abierto; la capacidad de la represen-
tación política de lo social; la etnografía y cultura de los gru-
pos armados; y el papel y sentido de la sociedad civil en
estos procesos.

3 Hacia una mirada más
compleja

Este análisis de la evolución de las miradas de los científicos
sociales en su reflexión sobre las violencias colombianas, nos



4

Fernán González, S.I. Colombia, una nación fragmentada

7

ha hecho pensar en la necesidad de reformular y precisar
algunos de los estudios que habíamos hecho en el CINEP, de
manera que podamos retomar los elementos centrales de
nuestras explicaciones pero modificándolos según los avan-
ces registrados en los años recientes y la evolución de la pro-
pia dinámica de los actores armados, que registra diferencias
notables con respecto a la lógica de sus inicios. Así, las pre-
sentes reflexiones buscan retomar la investigación interdisci-
plinar realizada por el equipo Conflicto Social y Violencia
del CINEP, antes mencionada, pero tratando de releerla des-
de los desarrollos posteriores de la discusión y tomando en
cuenta algunas de las críticas antes señaladas. Se busca así
retomar una mirada de largo plazo sobre los procesos histó-
ricos que van construyendo los escenarios estructurales
como condiciones de posibilidad de las opciones violentas
de determinados actores individuales y colectivos, para
pasar luego a tratar de señalar ciertos momentos coyuntura-
les que sirven de elementos catalizadores y desencadenantes
de esas opciones, que no se leen como resultados mecánicos
de esos marcos estructurales y coyunturales sino como pro-
ducto de la voluntad política de ciertos actores sociales que
concluyen que la violencia es el único instrumento para
transformar las estructuras de la sociedad. En ese sentido, la
opción voluntarista y mesiánica de grupos de carácter jaco-
bino se encuentra con algunos movimientos sociales que sur-
gen de las contradicciones profundas de la sociedad colom-
biana. Pero hace falta estudiar mejor las relaciones de las
opciones de los individuos que conforman estos grupos con
las condiciones de tipo estructural y coyuntural que las
enmarcan: cómo construyen estos individuos su “imagen de
enemigo”86 y las solidaridades con otros actores que los cons-
tituyen en actores sociales.

La combinación de estas condiciones estructurales e
históricas de posibilidad y estos factores coyunturales
desencadenantes con las opciones voluntarias de indivi-
duos y grupos sociales debe analizarse en los niveles
macro, medio y micro de la sociedad y del Estado. De la
misma forma, las propuestas de solución deben apuntar a
estos diversos niveles, lo mismo que a elementos tanto
estructurales como coyunturales, sin dejar de lado los
ámbitos personales y las solidaridades de grupo. Este mar-
co general debe permitir la comprensión de las diversas
lógicas de los polos opuestos para superar la contraposi-
ción de imágenes y contraimágenes, que producen la exclu-
sión, la criminalización y la demonización del otro. Cada
uno de los contrincantes en una lucha violenta tiene razo-
nes subjetivas y objetivas, que, a su modo de ver, justifican
su opción, desde una utopía de orden soñado, a partir de
una concepción totalizante de la realidad, como ha señala-
do varias veces Estanislao Zuleta.87

En esta línea, los aspectos centrales de coincidencia del
proceso de nuestra investigación interdisciplinar señalan
que el conjunto de violencias en Colombia tiene que ver con
varios trasfondos en el largo plazo, que deben confrontarse
con procesos sociales desencadenados a partir de los años
sesenta hasta desembocar en la coyuntura de corto plazo.
Así, en el largo plazo habría que tener en cuenta que:

■ La manera en que se pobló el país y se organizó la estruc-
tura económica y social, desde los tiempos de la colonia
española, creó las bases de un problema agrario, que has-
ta el día de hoy permanece sin solución.

■ La permanencia de este problema campesino obedece, en
buena parte, al modo como se construyó el Estado
colombiano, a partir de la configuración política de la
colonia, y la manera en que fracasaron, al menos en par-
te, los diversos intentos de crear un Estado de carácter
moderno. Esta incapacidad se manifiesta en la dificultad
para construir estructuras políticas que permitan expre-
sar los cambios recientes de la sociedad colombiana y los
problemas sempiternos del mundo campesino, sobre
todo de las zonas de colonización marginal.

Asimismo, hay que considerar varios procesos de media-
no plazo, como los problemas resultantes de la violencia de
los años cincuenta; la manera como se organizó el sistema
del Frente Nacional, que hacía difícil la expresión política de
tensiones y grupos sociales que no pasaran por los canales
de los partidos tradicionales, liberalismo y conservatismo; y
la rápida urbanización de la población colombiana y la
migración aluvional de campesinos a las ciudades, que
sobrepasaron la capacidad del Estado para proporcionar ser-
vicios públicos adecuados a la creciente población urbana y
la posibilidad de la industria nacional para absorber esa
mano de obra en aumento. Además, a partir de los años
sesenta, se produce una rápida apertura del país a las
corrientes del pensamiento mundial, un acelerado proceso
de secularización de las capas medias y altas, un aumento de
la cobertura educativa, el surgimiento de nuevas capas
medias, una transformación del papel social de la mujer, que
sobrepasan los marcos institucionales y las referencias cultu-
rales que tenía el país para canalizar y dar sentido a los pro-
cesos sociales.

Por otra parte, hay que tener también en cuenta procesos
desarrollados en el corto plazo, como la penetración del
narcotráfico en la economía y la sociedad colombianas, las
transformaciones de los movimientos guerrilleros al operar
en nuevas circunstancias y territorios distintos de los origi-
nales, el surgimiento y auge de grupos paramilitares y de
autodefensa de derecha, y la creciente deslegitimación del
régimen político.

4 El fondo del problema:
la cuestión campesina

La estructura de la propiedad de la tierra, producto del desa-
rrollo del sistema colonial de encomiendas y haciendas,88

junto con el sistema de castas que regulaba la sociedad colo-
nial, produjo una gran concentración de las tierras en torno a
las ciudades y una población mestiza sin lugar definido en la
jerarquía social.89 La combinación de estos desarrollos dio
lugar a un rasgo que va a caracterizar la historia colombiana
desde entonces hasta nuestros días: un proceso de colonización
campesina permanente, desde la segunda mitad del siglo XVIII
hasta hoy, donde no se da ninguna regulación ni acompaña-
miento por parte de la sociedad mayor ni del Estado, sino
que la organización de la convivencia social y ciudadana
queda abandonada al arbitrio y libre juego de la iniciativa de
personas y grupos.90 Esta colonización permanente es pro-
ducto de tensiones estructurales de carácter secular en el
agro colombiano, que están continuamente expulsando
población campesina hacia la periferia del país, donde pron-
to se reproduce la misma estructura de concentración de la
propiedad rural que forzó a la migración campesina original,
que coexiste con la colonización de terratenientes, de carác-
ter tradicional o empresarial. Esta coexistencia y competen-
cia por la tierra y la mano de obra será frecuentemente con-
flictiva.91

Como resultado de estos procesos, la estructura actual de
la propiedad de la tierra es altamente concentrada y dedica-
da mayoritariamente a la ganadería extensiva, que no
requiere mucha mano de obra. Absalón Machado92 considera
que el país subutiliza las tres cuartas partes de las tierras
aptas para la agricultura, mientras que se sobreutiliza en
ganadería el 132%. Este autor considera que la característica
dominante en la última década, entre 1984 y 1996, es el avan-
ce de la gran propiedad, el deterioro de la mediana y la con-
tinua fragmentación de la pequeña, tres fenómenos que sue-
len ir acompañados por violencia, desplazamiento de pobla-
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dores rurales y masacres perpetradas por grupos paramilita-
res.93 Así, en 1984 los propietarios de menos de 10 hectáreas
eran el 77% y poseían el 9,02% de la superficie, mientras que
los propietarios de más de 500 hectáreas eran el 0,46% y con-
trolaban el 32,72% de la tierra. Para 1996, los propietarios de
menos de 10 hectáreas eran el 77,9% con el 7,82% de la tierra,
y los de más de 500 hectáreas eran sólo el 0,35% con el
44,63% de la superficie. No es raro entonces que la Misión
Rural sobre pobreza señalara que en 1995 el 68,9% de la
población rural no contaba con recursos suficientes para
satisfacer sus necesidades básicas y que el número de pobres
del sector rural había aumentado en un millón de personas
ente 1978 y 1995, como indica Esperanza Prada.94

Esta estructura continúa hoy expulsando campesinos a
las ciudades y a nuevas áreas de colonización, cada vez más
marginales. Además, esta colonización permanente eviden-
cia que desde los tiempos coloniales no era tan omnipotente
el control que las haciendas, las estructuras de poder de los
pueblos rurales y del clero católico ejercían sobre la pobla-
ción rural.95 Muestra también que, desde la segunda mitad
del siglo XVIII, se habían roto ya los vínculos de control y de
solidaridad internos de las comunidades rurales, campesinas
o indígenas, como lo evidencian los informes de Moreno y
Escandón,96 lo mismo que otros informes de la época.97 Este
rasgo va a diferenciar también a la futura Colombia frente a
la evolución histórica de otros países de Hispanoamérica,
como México, Perú, Bolivia y Ecuador.

Esta diferenciación va a tener también consecuencias
sociales y políticas, pues la contraposición entre colonización
campesina, espontánea y aluvional, y estructura latifundista,
tradicional o empresarial, se va a reflejar en dos tipos dife-
rentes de adscripción política y de cohesión social, que van a
repercutir en las futuras opciones violentas.98 Una va a ser la
cohesión y la jerarquía sociales en las zonas donde predomi-
nó la hacienda colonial con su estructura complementaria de
minifundio y mano de obra dependiente (aparceros y peones
de zonas en las que fueron antes muy importantes las enco-
miendas y los resguardos indígenas) y los pueblos organiza-
dos jerárquicamente, desde los primeros años de la colonia,
en torno a los notables locales y sus respectivas clientelas.
Otra muy distinta es la cohesión social que se va construyen-
do en las zonas de colonización campesina aluvional, prove-
niente de diversas regiones del país, con diversos compo-
nentes étnicos (“los pueblos revueltos”), que ocupan las ver-
tientes cordilleranas y los valles interandinos.

Sobre estos diferentes estilos de cohesión social se van a
construir formas diversas de adscripción política: en las
áreas de colonización marginal, la población estará más dis-
ponible a nuevos discursos y mensajes políticos, culturales o
religiosos. Hay que subrayar que en las regiones de la llama-
da colonización antioqueña se dan formas de colonización
que varían en el espacio y el tiempo: en las primeras etapas y
regiones, se produce un trasplante de las estructuras jerar-
quizadas y patriarcales de los pueblos de origen (casi siem-
pre del Oriente antioqueño). Pero, en las etapas posteriores,
en regiones más marginales, se produce otro estilo de coloni-
zación más espontáneo, más libertario y casi anarquista. En
estas zonas de colonización aluvional, la participación en las
guerras civiles y contiendas electorales es de carácter más
voluntario y anárquico: los campesinos se reúnen bajo el
mando de un caudillo salido de sus filas, al margen de la
estructura de poder de la hacienda y de los pueblos consoli-
dados. Frecuentemente, los dos tipos de adscripción coexis-
ten, pero los miembros de uno y otro suelen mirarse con des-
confianza mutua.99 Esta desconfianza es producto del tipo de
articulación que el bipartidismo introduce entre las estructu-
ras locales y regionales del poder y la organización central
del Estado nacional, como se verá más adelante.

Estos dos tipos de poblamiento y cohesión social se refle-
jan en movilizaciones políticas de diversa índole: en las gue-
rras civiles del siglo XIX, como la de los mil días (1899-1901),
los ejércitos más regulares se van a reclutar en los altiplanos,

mientras que la guerra de guerrillas va a hacer mayor pre-
sencia en las zonas de colonización de las vertientes cordille-
ranas. También las guerrillas de la violencia de los años cin-
cuenta y las actuales —al menos en su momento fundacio-
nal— van a encontrar su escenario privilegiado en ese tipo
de región.

5 Un estilo particular de
construcción del Estado

Estos problemas sociales y políticos se van a ver reforzados
por la manera en que se construyó el Estado colombiano y se
articularon estos grupos migrantes con la sociedad mayor:
desde los tiempos coloniales, las ciudades, haciendas, enco-
miendas y resguardos, integrados en la sociedad mayor y el
Estado colonial, coexistieron con espacios vacíos, de tierras
insalubres y aisladas, donde el imperio español y el clero
católico tenían una escasa presencia. Algunas de estas zonas,
como las selvas del Darién o los desiertos de la Guajira, esta-
ban pobladas por indígenas bastante reacios a la soberanía
española y poco dispuestos a integrarse en la economía colo-
nial. Otros territorios, en zonas selváticas y montañosas,
sobre todo en las zonas de vertiente y en los valles interandi-
nos, eran de difícil acceso y de condiciones poco saludables:
se convirtieron en zonas de refugio de indios indómitos, de
mestizos reacios al control de la sociedad mayor; de blancos
pobres, que no habían tenido acceso a la propiedad de la tie-
rra en las zonas integradas; de negros y mulatos, libertos o
cimarrones, fugados de las minas y haciendas.

Pero, además de esas regiones y sociedades donde el
Estado hacía escasa presencia, en las áreas y sociedades más
integradas, la presencia del Estado español se caracterizaba
por ser de dominio indirecto. A diferencia de los Estados ple-
namente consolidados, en la terminología de Charles Tilly,100

el Estado español controlaba las sociedades coloniales a tra-
vés de la estructura de poder local y regional: cabildos de
notables locales, de hacendados, mineros y comerciantes,
ejercían el poder local y administraban la justicia en primera
instancia, en nombre del poder de hecho que poseían de
antemano. A mi modo de ver, esta situación fue heredada
por la república neogranadina y colombiana, cuyo sistema
político bipartidista (basado en la contraposición excluyente
pero complementaria entre liberalismo y conservatismo) le
permitió articular los poderes locales y regionales con la
nación, al ir vinculando las solidaridades y rupturas de la
sociedad con la pertenencia a una u otra de estas especies de
subculturas políticas, que se constituyeron en dos federacio-
nes de grupos de poderes, respaldados por sus respectivas
clientelas.101

Este dominio indirecto del Estado implica que el poder
estatal no se ejerce a través de instituciones modernas de
carácter impersonal sino mediante la estructura de poder
previamente existente en la sociedad local o regional, basada
en los lazos de cohesión anteriormente existentes en esos
ámbitos.102 Pero este estilo de poder dificulta la consolidación
del Estado nacional como detentador del monopolio de la
fuerza legítima y como espacio público general de resolu-
ción de conflictos, lo que se expresa en la proclividad a la
solución privada o grupal de los problemas, frecuentemente
por la vía armada. Esto se traduce en la poca presencia polí-
tica y el escaso tamaño del Ejército Nacional, que en otros
países latinoamericanos vehiculó la unidad nacional y sirvió
de elemento cohesionador de la sociedad nacional. Esto inci-
de en el no monopolio de la fuerza en manos del Estado
nacional, cuyo aparato militar coexiste, durante el siglo XIX,
con cuerpos de milicias regionales y grupos armados de
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carácter privado, al servicio de hacendados y personajes
importantes en la vida local. 

6 El papel de los partidos
tradicionales

En ese sentido, estas carencias del Estado fueron suplidas
por los partidos políticos tradicionales, que se construyeron
sobre la base social de las jerarquías y cohesión social previa-
mente existentes en las sociedades locales y regionales. Esto
produjo un reforzamiento de las identidades locales y regio-
nales desde el nivel de las identidades políticas nacionales:
así, la identificación básica de la población con sus grupos
primarios de referencia (parentesco nuclear o extenso, vecin-
dario, paisanaje) se hizo más fuerte por la adscripción a las
dos subculturas políticas del liberalismo y conservatismo.
Todo este proceso caracteriza la formación del Estado
colombiano, que no se distancia suficientemente de la socie-
dad ni logra penetrarla por medio de una administración
directa y autónoma, sino que se hace presente en el territorio
de manera indirecta, a través de los mecanismos de poder ya
existentes en la sociedad, dejando por fuera a las regiones y
grupos periféricos de la sociedad. 

Este dominio indirecto del Estado sobre la sociedad
explica el papel que los partidos tradicionales, el liberalismo
y el conservatismo, han venido jugando en la historia políti-
ca y social de Colombia, así como las dificultades que afron-
tan actualmente. Estos dos partidos, como dos federaciones
de grupos locales y regionales de poder, sirvieron de articu-
ladores de localidades y regiones con la nación, lo mismo
que de canalizadores de las tensiones y rupturas que se
daban en esos niveles: la pertenencia a uno u otro de los par-
tidos pasaba así por la identidad local y regional, las contra-
dicciones entre regiones y localidades, los conflictos étnicos,
las luchas entre generaciones, los enfrentamientos intra- e
interfamiliares, los conflictos entre grupos de interés, etc. Así
se articulaban los vínculos de solidaridad primaria y tradi-
cional, basados en el parentesco, vecindario, compadrazgo,
etc., con los vínculos más abstractos de la ciudadanía y la
nación. Pero este estilo de articulación se muestra cada vez
más incapaz de expresar las tensiones y conflictos de nuevos
grupos y regiones: en el pasado, fracciones del liberalismo
lograron expresar esos intereses.

Esta conformación de los partidos como vehículos de
identidad nacional y expresión de identidades locales tuvo
consecuencias importantes para la construcción de los imagi-
narios colectivos que expresan las pertenencias y exclusiones de
carácter local, regional y nacional, que se caracterizan por una
extremada intolerancia. El hecho de haberse tomado la rela-
ción con la institución eclesiástica como frontera divisoria
entre los partidos reforzó el elemento pasional que ya tenían
las identidades previas de carácter local. Además, estas iden-
tidades se fortalecen más con las experiencias de luchas
compartidas en las guerras civiles, con la vida común de
campamentos y batallas, junto con los correspondientes odios
heredados y las venganzas de sangre, pendientes de generación
en generación.

Esta conformación social y cultural va a configurar los
mecanismos de adscripción política y las identidades políti-
co-culturales de la mayoría del pueblo colombiano. De esta
manera, la población dependiente de la estructura hacenda-
taria va a alinearse políticamente con los dueños de las
haciendas, sean éstos del partido que sean. Así, peones,
arrendatarios y aparceros van a seguir a sus hacendados
como soldados en las guerras civiles y como votantes en la
lucha electoral. Otros campesinos serán reclutados forzosa-

mente, pero la participación en la vida de campamento mili-
tar y en las acciones bélicas va creando luego ulteriores lazos
de cohesión social entre ellos, basados en la camaradería de
la lucha común. Estos lazos serán luego reforzados por la lla-
mada venganza de sangre, que hará más o menos hereditaria
la adscripción partidaria, puesto que cada guerra civil se
convertirá en la ocasión del desquite o venganza del camara-
da o pariente muerto en la contienda anterior. Así, se va pro-
duciendo una cadena de odios heredados, que reproducen las
violencias cuando se presenta una ocasión propicia. También
aparecen grupos de reales voluntarios, que se vinculan a la
lucha civil por motivos más ideológicos y cuya adscripción
política corresponde a lazos más modernos de sociabilidad.

Todo este conjunto de adscripciones confluye en sociali-
zaciones políticas maniqueas y excluyentes, que definen un
nos-otros, los que están dentro de nuestro grupo de referen-
cia, frente a los otros, que están fuera de nuestro marco. En
estas configuraciones se juntan identidades y solidaridades
primarias de tipo local y regional, fruto de los procesos de
colonización antes descritos, con adhesiones más abstractas
y solidaridades secundarias. Pero el resultado es siempre la
exclusión del otro, del diferente: el habitante del barrio
vecino, de la vereda de enfrente, del pueblo cercano, de la
región vecina, queda fuera de mi universo simbólico, por-
que no pertenece a mi comunidad homogénea. Esta exclu-
sión del otro en el nivel primario se refuerza con la ex-
clusión del otro en el nivel nacional. Todo lo cual explica el
carácter maniqueo y sectario de nuestras luchas políticas:
matar liberales no era pecado para los curas conservadores,
porque el liberal comecuras era el otro, por fuera de la
comunidad de fieles católicos. Y viceversa, los curas godos
(españolizantes, no-patriotas) eran enemigos del progreso y
de las ideas democráticas. Pero estas contraposiciones per-
mitían articular la sociedad nacional con las solidaridades
locales y regionales.

Las consecuencias del

7 proceso de formación 
del Estado nacional

Esta articulación de la sociedad nacional, desde arriba hacia
abajo, funcionó, aunque con problemas, durante todo el
siglo XIX y la primera mitad del siglo XX.103 Por esa articula-
ción, donde persiste la cohesión social interna de los poderes
locales y regionales y su control sobre la sociedad, no se pro-
ducen altos niveles de violencia en los años cincuenta, por-
que estos poderes suplen al Estado. La violencia generaliza-
da estalla cuando se combinan crisis en la estructura
nacional de poder con tensiones en las estructuras regionales
y locales, a través de las cuales se presenta el dominio indi-
recto del Estado sobre la sociedad.

Dicha presencia indirecta permitía que este Estado fuera
relativamente barato, y que respondiera bastante bien a la
escasez de recursos fiscales del país, que nunca tuvo una
gran articulación al mercado mundial, ni grandes booms de
exportaciones, que pudieran configurarlo como un Estado
rentista: nunca hubo demasiado oro ni plata, ni guano,
cobre, petróleo, trigo o carne de exportación, así que la debi-
lidad del Estado respondía a su pobreza fiscal. Por otra par-
te, el Estado colombiano tampoco tuvo que afrontar las gran-
des movilizaciones de corte populista, ni grandes migracio-
nes europeas, ni poderosos movimientos sindicales de corte
anarquista, ni la ampliación de las capas medias, que carac-
terizaron a otros países de Hispanoamérica.

Por ello, no se produce una masiva ampliación de la ciu-
dadanía, ni grandes presiones de las masas populares y de
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las clases medias sobre el gasto público, lo que permite un
manejo bastante ortodoxo de la economía, sin grandes pre-
siones inflacionarias. Además, la falta de un movimiento
populista de carácter inclusionario hizo innecesarias las
intervenciones militares en la vida política: la vida política
colombiana se caracteriza por la casi total ausencia de dicta-
duras militares (excepto un corto período en el siglo XIX y la
dictadura del general Rojas Pinilla de 1953 a 1957, que fue,
en su mayor parte, instrumentalizada por sectores de los
partidos tradicionales).

En consecuencia, tampoco se configura un Estado inter-
vencionista e industrializador, ni tampoco un Estado de bie-
nestar de amplia cobertura: por lo tanto, tampoco hay una
gran ampliación de una burocracia estatal que produjera un
aumento de las capas medias. Por todo ello, la fragmenta-
ción existente del poder y de la riqueza, que se da en la
sociedad civil, la no aparición de un mercado nacional que
integrara las diversas economías regionales y la escasez de
recursos fiscales, se refleja en la llamada precariedad del
Estado. Tampoco se produce la aparición de una administra-
ción pública por encima de los intereses particulares y parti-
distas, ni un aparato de justicia, objetivo e impersonal, por
encima de los grupos de poderes privados y grupales. El
resultado de este proceso se expresa en la imposibilidad de
separar claramente los ámbitos público y privado, y en la
dificultad para estructurar instituciones estatales de carácter
moderno, lo mismo que para realizar las reformas necesarias
para responder adecuadamente a los cambios de la sociedad
colombiana.

El problema de este tipo de presencia del Estado en la
sociedad es que se basa, esencialmente, en la no distinción
entre los ámbitos privado y público, que se refleja en la pro-
clividad de la sociedad colombiana a la búsqueda de solucio-
nes privadas a los conflictos. La resistencia a reconocer el
espacio público se ve también en las dimensiones de la vida
cotidiana, desde la invasión de los andenes de las calles y el
irrespeto sistemático a los semáforos y señales de tráfico,
hasta la proliferación de conjuntos cerrados de viviendas y
de agencias privadas de seguridad. Esto puede resumirse en
cierta renuencia de la sociedad colombiana a reconocerse
como expresada por el Estado, que, por eso, no logra pene-
trar la sociedad. De ahí que para autores como Daniel
Pecaut, la violencia colombiana tenga menos que ver con los
abusos de un Estado omnipotente y omnipresente, y mucho
más que ver con los espacios vacíos que deja el Estado en la
sociedad, que queda así abandonada a sus propias fuerzas.
En ese sentido, este autor señala que el Estado colombiano
sigue manteniendo rasgos del siglo XIX, al no estar sufi-
cientemente emancipado de las redes de poder privado de la
sociedad civil.104

Por esta carencia de la dimensión pública y esta presen-
cia indirecta del Estado, además de la cuestión relativa al
poblamiento, las violencias colombianas tienen que ver con
un tercer aspecto, en el que confluyen los tres puntos ante-
riores. Es la dificultad que existe en la vida política colom-
biana para integrar y articular los micropoderes y microso-
ciedades —en proceso de formación— de las regiones de
colonización, con la sociedad mayor y el Estado, dado que
éstos hacen presencia en esas regiones indirectamente, a tra-
vés de las jerarquías sociales existentes, articuladas en el
bipartidismo. La misma dificultad existe para expresar, en el

nivel simbólico, la pertenencia nacional de estas microsocie-
dades, que se consolidan por fuera del sistema bipartidista:
lo que está fuera es criminalizado y reprimido. El macartis-
mo anticomunista refuerza el sectarismo excluyente, propio
de la cultura política bipartidista, como se verá en el régimen
de gobierno compartido entre los dos partidos tradicionales,
denominado Frente Nacional, que se decidió entre las cúpu-
las de los dos partidos tradicionales como mecanismo para
poner fin a la violencia de los años cincuenta. Pero que se
mostraría incapaz de emprender las reformas necesarias
para responder a los rápidos cambios que se estaban produ-
ciendo en la sociedad colombiana de los años sesenta.

8 Los problemas del
Frente Nacional

El final de las violencias del año cincuenta y el tránsito a
otras formas más ideologizadas de lucha guerrillera muestra
la creciente incapacidad del sistema político bipartidista para
coexistir con grupos locales de poder que escapan a su ámbi-
to de poder. Las autodefensas influidas por el partido comu-
nista empiezan a evolucionar hacia formas de poder local
fuera del bipartidismo, que son criminalizadas como repúbli-
cas independientes por políticos conservadores y las fuerzas
armadas. La incapacidad del régimen político para asimilar
fuerzas políticas de carácter local, con una base social de
colonos campesinos de zonas periféricas, junto con el trabajo
ideológico de activistas del partido comunista, da lugar al
surgimiento de las FARC.105 Gonzalo Sánchez ha señalado las
limitaciones de las reformas y políticas de los gobiernos de
entonces para la inserción de antiguos guerrilleros, especial-
mente cuando no pertenecían a los partidos tradicionales.106

Incluso, como señala Alfredo Molano en uno de sus relatos,
las reformas y planes beneficiaban más a los amigos y regio-
nes de los jefes políticos que a los propios ex guerrilleros
liberales.107

Por otra parte, los acelerados cambios de la sociedad
colombiana producen un debilitamiento del monopolio que
los partidos políticos tradicionales y la Iglesia católica te-
nían sobre la vida cultural del país. Para ello se combinan
factores internos como la rápida urbanización, la amplia-
ción de las capas medias, el aumento de la cobertura educa-
tiva, el cambio del rol de la mujer en la sociedad y la acele-
rada secularización de la sociedad, con factores externos
como el influjo de las revoluciones del Tercer Mundo (espe-
cialmente la cubana), la mayor presencia de las masas
populares en la escena política, la mayor apertura del país
a las corrientes del pensamiento mundial, el influjo de las
varias tendencias del marxismo y los cambios internos de
la Iglesia católica.

Además, la rápida urbanización de la sociedad, produci-
da por las condiciones estructurales del agro colombiano y
reforzada por las violencias rurales de los años cincuenta y
las décadas siguientes, creó problemas al rebasar amplia-
mente la capacidad de las administraciones locales para
otorgar servicios públicos adecuados y suficientes para la
creciente población. Tampoco podía la creciente mano de
obra, poco cualificada, ser absorbida por la débil industria
colombiana, limitada por la estrechez de un mercado interno
de pocos compradores debida a la alta concentración del
ingreso, su situación en las regiones centroandinas lejanas a
las costas y unos severos problemas de infraestructura y de
transporte, en un país cruzado por tres cadenas de monta-
ñas, que dificultan su expansión. El desarrollo industrial de
los años cincuenta se basaba en el modelo de sustitución de
importaciones, que se agotó rápidamente por las limitacio-
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nes de la demanda interna. Además, este modelo tampoco
generaba muchos empleos ni modificaba en profundidad la
estructura de la propiedad, y, por consiguiente, no aumenta-
ba en lo fundamental los ingresos de las clases populares,
sino que era necesariamente oligopólico, orientado sustan-
cialmente a satisfacer la demanda de los estratos medios y
altos. Esta debilidad industrial hace que la economía colom-
biana siga dependiendo sobre todo de la exportación de pro-
ductos primarios como café, petróleo, carbón (y, más
recientemente, de algunas exportaciones menores como flo-
res y esmeraldas).

Como muestra Consuelo Corredor,108 estas debilidades
de la industria limitaban la necesidad del desarrollo tecnoló-
gico y de la diversificación del aparato productivo, lo que
implicaba una limitada capacidad de crear más empleos y,
lógicamente, una exclusión de los beneficios del crecimiento
para amplias capas de la población en las periferias urbanas
y las regiones no plenamente integradas en el conjunto de la
economía nacional. Esto hace que la creciente mano de obra,
poco cualificada, producida por la migración campo-ciudad,
termine engrosando las filas de los desempleados o, en el
mejor de los casos, de los sectores de la llamada economía
informal.

Estos problemas de larga duración hacen que sean muy
altos los niveles de pobreza, que el desempleo abierto haya
pasado, en los últimos días, del 20%, y que la calidad del
empleo continúe deteriorándose: en 1992 el subempleo era
del 14,2%, pero llegó, a finales de 1997, al 18%; en ese mis-
mo período, el empleo temporal ascendió del 18% al
22%.109 Según el Banco Mundial, en 1992, cerca del 19% de
los colombianos recibían ingresos inferiores a los conside-
rados necesarios para la compra de una canasta adecuada
de alimentos; de ellos, el 70% habitaba en las zonas rura-
les. Sin embargo, el mismo estudio mostraba avances entre
1978 y 1992, pues la pobreza absoluta afectaba entonces a
un 24% de la población.110 Por otra parte, la concentración
del ingreso pareció ir aumentando desde los años ochenta,
pues Libardo Sarmiento muestra que entre 1980 y 1989, el
20% más rico en las ciudades pasó de apropiarse el 52,3%
del ingreso urbano al 53,3%, mientras que el 50% más
pobre mantenía su 18,9% y las clases medias descendían
en un 0,6%.111 Obviamente, la actual recesión económica
debe de haber empeorado esta situación: las medidas de
desregulación y apertura comercial produjeron un aumen-
to del consumo, una tendencia a la desindustrialización y
un crecimiento del endeudamiento externo, público y pri-
vado, que, en la actual situación de recesión, está poniendo
en peligro el sistema financiero nacional. Esta situación
profundiza la tendencia del sistema financiero a la concen-
tración, con el predominio de cuatro grandes conglomera-
dos (dos de ellos españoles, los grupos Santander y Bilbao
Vizcaya).

Por otra parte, los problemas sociales derivados de la
difícil inserción en el aparato productivo se agravaban por
el carácter aluvional de la migración del campo a la ciudad,
que acarrea consecuencias para el tejido social de los
barrios en formación en las ciudades grandes e interme-
dias. Inicialmente, esta población migrante reproduce los
sistemas internos de cohesión social y de relación clientelis-
ta con los partidos tradicionales y la burocracia del Estado.
Pero las siguientes generaciones, más socializadas en la
vida urbana y más debilitados sus vínculos de cohesión
interna y de relación con el sistema clientelista de los parti-
dos, se encuentran más disponibles a nuevos discursos,
políticos o religiosos.112 Sobre todo cuando la población de
los barrios no tiene homogeneidad social o regional, sino
que es producto de olas diferentes de migración. Y cuando
las transformaciones de las ciudades y la crisis económica
de algunos sectores producen un deterioro constante de las
condiciones de vida de sus barrios y un debilitamiento de
los lazos tradicionales o modernos, que constituían el lla-
mado tejido social.

En estos barrios, donde el tejido social se está apenas
construyendo o se está ya debilitando, los diversos grupos
o pandillas juveniles (que expresan los primeros pasos de
una socialización incipiente) pueden servir de espacios de
reclutamiento para las guerrillas, rural o urbana, y para las
bandas armadas del narcotráfico.113 O para formas de delin-
cuencia común, pequeña o mediana, y, de manera corres-
pondiente, para el reclutamiento de grupos de vigilantes o
milicianos populares, que responden, desde la sociedad civil
en formación, a los grupos anteriores. O, más simplemente,
las nuevas formas sociales y culturales de estos grupos
pueden resultar incomprendidas para las generaciones más
viejas.

Por todo esto, los grupos juveniles son fácilmente crimi-
nalizados y señalados como los otros, distintos de y ajenos a
la sociedad mayor, lo que los hace las víctimas principales
de formas de limpieza social, por parte de la policía o de gru-
pos privados de autodefensa barrial, muchas veces con la
complicidad o apoyo de los grupos dominantes de los mis-
mos barrios. También son frecuentemente víctimas de los
enfrentamientos entre grupos de delincuencia común y de
éstos con la policía.114 Estos problemas se agravan en el caso
de la migración de campesinos y pobladores desplazados
por las actuales violencias: estos pobladores se refugian en
ciudades intermedias, cuyas condiciones no les permitan asi-
milarlos en términos de oportunidades de trabajo ni de pres-
tación de servicios.

Todos estos cambios fueron haciendo obsoletos los mar-
cos institucionales por medio de los cuales el país solía
expresar y canalizar los conflictos y tensiones de la
sociedad.115 Según Daniel Pecaut 116 y Jorge Orlando Melo,117

los cambios sociales, culturales y económicos de estos años
contribuyeron a debilitar las redes de solidaridad tradicional
y los correspondientes mecanismos de sujeción individual,
pero sin construir nuevos mecanismos de convivencia, ni
tampoco nuevas formas de legitimidad social.

En este contexto de cambios profundos, se presenta la
radicalización de los movimientos obrero, estudiantil y cam-
pesino. El influjo de la revolución cubana es muy fuerte en
las capas medias urbanas y en la juventud estudiantil, cuyas
perspectivas de integración al aparato productivo y al siste-
ma político no son muy claras: surge allí una nueva intelli-
gentsia, influida por las varias líneas del marxismo y de las
ciencias sociales, lo que muestra la pérdida del monopolio
que ejercían los partidos tradicionales y la Iglesia católica
sobre la vida cultural e intelectual del país.118

Por otra parte, los problemas sociales, tanto en las ciuda-
des como en el campo, seguían configurando un caldo de cul-
tivo para las opciones violentas. En ese sentido, las limitacio-
nes de la reforma agraria oficial y la criminalización de la
protesta campesina acentuaron el divorcio entre movimien-
tos sociales y partidos políticos tradicionales. Además, este
divorcio se agravó por la presencia de variados movimientos
de izquierda, interesados en la radicalización del movimien-
to campesino. Así, la instrumentalización de los movimien-
tos sociales (sindicalismo, movimiento estudiantil, movi-
mientos barriales, cívicos y populares), al servicio de la
opción armada, también influyó en la criminalización de la
protesta social y en la lectura complotista de la movilización
social.

Esa instrumentalización de los movimientos sociales
por la izquierda armada, junto con problemas internos,
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impidió la consolidación de una fuerza democrática de
izquierda, que canalizara el descontento creciente tanto de
las masas populares de la ciudad y del campo como de las
capas medias urbanas, y articulara los sectores desconten-
tos con el bipartidismo, que comenzaron a proliferar, en
los años sesenta, entre intelectuales, sectores medios y gru-
pos populares. Por otra parte, la criminalización del des-
contento social, leído desde el enfoque complotista, llevó a
la respuesta meramente represiva por parte de los organis-
mos del Estado. Todo lo cual hace que los grupos radicali-
zados perciban el sistema político como cerrado y como
agotadas las vías democráticas de reforma del Estado, lo
que condujo a muchos de estos disidentes a la opción
armada.

Esta opción se veía favorecida por la escasa presencia
estatal en vastos territorios del país (o su estilo indirecto de
presencia, a través de las estructuras locales de poder, toda-
vía en formación) y por la existencia de una tradición de
lucha guerrillera, presente en numerosos grupos sociales y
antiguos jefes guerrilleros de los años cincuenta, no plena-
mente insertos en el sistema bipartidista del Frente Nacional.
Esto era muy visible en las zonas de colonización, adonde
seguían llegando campesinos expulsados por las tensiones
del agro y la violencia anterior. Sobre todo, cuando desapa-
recen el MRL (Movimiento Revolucionario Liberal, disiden-
cia del partido liberal, liderado por Alfonso López Michel-
sen, que sería presidente entre 1978 y 1982) y la ANAPO
(Alianza Nacional Popular, grupo populista del antiguo dic-
tador Rojas Pinilla), movimientos de oposición que de algu-
na manera canalizaban y articulaban políticamente este des-
contento social.

Así surgen el ELN (Ejército de Liberación Nacional) en
1965 y el EPL (Ejército Popular de Liberación, de inspira-
ción maoísta) en 1967: en el ELN confluyen nuevos actores
sociales, salidos de los radicalizados movimientos estu-
diantil y sindical, influidos por el foquismo castrista, con
los viejos protagonistas de los conflictos rurales del Magda-
lena medio santandereano, resultantes de un proceso alu-
vional y heterogéneo de colonización campesina, de diver-
so origen étnico o regional.119 El proceso de surgimiento del
EPL muestra algunas similitudes, con las naturales diferen-
cias regionales: surge en las regiones del Alto Sinú y Alto
San Jorge, como brazo armado del Partido Comunista Mar-
xista Leninista, de inspiración maoísta, cuyos cuadros pro-
ceden de clases medias urbanas, muchos de ellos de origen
antioqueño.120 Estos cuadros urbanos se encuentran con
núcleos de ex guerrilleros liberales de los años cincuenta,
que habían sido liderados por Julio Guerra. Estos ex guerri-
lleros no habían logrado insertarse plenamente en el siste-
ma bipartidista y seguían motivados por el sentimiento de
venganza producido por la violencia anterior: venían
huyendo de la represión de los gobiernos conservadores de
entonces y llegaron a colonizar las selvas limítrofes entre
los departamentos de Córdoba y Antioquia.121 Otros guerri-
lleros de este grupo provenían de una movilización social
más reciente, pues habían sido líderes de las luchas campe-
sinas de esas regiones, en los primeros años de la ANUC
(Asociación Nacional de Usuarios Campesinos), entre 1969
y 1973.

La existencia de estas bases sociales de la guerrilla, tan-
to en estas zonas como en las de colonización campesina
donde las FARC tienen presencia, hace que la violencia
guerrillera no pueda reducirse a una dimensión exclusiva-
mente militar. Y, mucho menos, a formas de delincuencia
organizada, así muchas de sus actividades de financiación
(secuestros, apoyo a narcocultivos, robo de ganado) mani-
fiesten tendencias hacia ella. En muchas zonas, los grupos
guerrilleros suplen la ausencia manifiesta de las autorida-
des estatales, delimitando linderos, protegiendo la posesión
precaria de los colonos campesinos, dirimiendo los conflic-
tos familiares y vecinales, e imponiendo normas de convi-
vencia social.122 Por ello, tienen cierto grado de poder en el

ámbito local, que compite con los gamonales y caciques
locales, pero el hecho de que su presencia sea tan dispersa
y periférica limita mucho su capacidad de expresarse políti-
camente.

9 El influjo del narcotráfico

Estos factores y tendencias a la violencia se profundizan
recientemente con la presencia del narcotráfico: la precarie-
dad del Estado y la crisis de los marcos institucionales que
suplían a éste, evidencian una fragmentación y difusión del
poder en la sociedad, cuyo tejido social es un amasijo contra-
dictorio de poderes privados. La fragmentación del poder y
la precariedad de la presencia estatal van a facilitar la inser-
ción social y política de poderes privados de nuevo cuño,
como los carteles de la droga y los paramilitares de derecha,
que distan mucho de ser grupos internamente homogéneos,
pero que se mueven en la misma dinámica de poderes priva-
dos fragmentarios. La competencia por el poder local en
zonas periféricas explica muchos enfrentamientos de estos
grupos con las guerrillas, al igual que la guerra sucia contra
las supuestas o reales bases sociales de la guerrilla. En estos
enfrentamientos intervienen también autoridades del orden
local, formales o informales, lo mismo que algunos de los
mandos de las fuerzas de seguridad del mismo ámbito. En
este espacio de poder local, aparece también la acción de las
guerrillas sobre las autoridades locales de sus zonas de
influencia, donde tratan de ejercer una especie de veeduría
sobre la administración pública y el gasto social.

Una situación semejante se presenta en los barrios perifé-
ricos de las ciudades, donde el narcotráfico reclutaba sicarios
y agentes, lo que producía un auge de la delincuencia
común, la consiguiente formación de grupos de autodefensa
barrial y la corrupción de los cuerpos policiales, que eran
percibidos como otro grupo involucrado en esos conflictos,
nunca como una fuerza legítima por encima de ellos.

Por otra parte, la penetración de los dineros del narcotrá-
fico en la vida económica, social y política de la nación
empeora todos los problemas al deslegitimar profundamen-
te a las instituciones políticas y ahondar la crisis de represen-
tación política que aqueja a la sociedad colombiana en los
tiempos recientes, como resultado de la incapacidad de los
partidos tradicionales y del Estado para interpretar y canali-
zar los cambios que se han venido produciendo.

El resultado de esta combinación de conflictos de tan
diversa índole, donde se combinan nuevos y viejos actores, es
la creciente autonomía y difusión de las formas violentas: la guerra
pierde la racionalidad de medio político para convertirse en
una mezcla inextricable de protagonistas declarados y ejecu-
tantes oficiosos, que combinan objetivos políticos y militares
con fines económicos y sociales, así como iniciativas indivi-
duales con acciones colectivas y luchas en el ámbito nacional
con enfrentamientos de carácter regional y local.123

Además, en una etapa ulterior, estas apelaciones a la vio-
lencia por motivos políticos, económicos y sociales se difun-
den por todo el tejido de la sociedad colombiana: la violencia
se convierte así en el mecanismo de solución de conflictos
privados y grupales. Problemas de notas escolares, enfrenta-
mientos en el tráfico vehicular, problemas entre vecinos,
peleas entre borrachos, tienden a resolverse por la vía arma-
da, porque no existe la referencia común al Estado como
espacio público de resolución de los conflictos.

Esta indefinición de los límites entre violencia pública y
privada, violencia política y no política, motivaciones indivi-
duales y acciones colectivas, se hace mayor cuando los gru-
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pos guerrilleros salen de los nichos de las regiones de coloni-
zación marginal donde habían nacido para proyectarse a
zonas económicamente más ricas, en momentos de rápida
expansión económica combinada con una marcada desigual-
dad del acceso a la nueva o vieja riqueza. Allí la lógica extor-
siva de los grupos insurgentes encuentra muy pronto la res-
puesta lógica de la tradición política colombiana a lo largo
de su historia, que responde a la incapacidad del Estado
para detentar el monopolio de la fuerza legítima: el recurso a
formas privadas de violencia, paramilitares o autodefensas,
por parte de grupos locales de poder, con la ausencia, com-
plicidad u omisión de las autoridades del Estado. Con el
agravante de que las tensiones de las FARC con antiguos
militantes de otros grupos armados insurgentes, junto con
su autoritarismo con respecto a sus propios militantes y su
actitud militarista con sectores de la población civil, favore-
cen el reclutamiento y la expansión del paramilitarismo en
sectores de la población.

10 Las transformaciones
de los actores armados

En el sentido señalado de la expansión guerrillera más allá
de sus nichos originales, Camilo Echandía124 observa, desde
la Séptima Conferencia de las FARC, en 1982, un continuo
crecimiento de los frentes, hecho posible, en parte, por los
recursos derivados de la coca en los departamentos de Meta,
Guaviare, Caquetá, Putumayo, Cauca, Santander y la Sierra
Nevada de Santa Marta. Siguiendo estos desarrollos, el
accionar de las FARC muestra importantes cambios en los
años ochenta, al hacer presencia en zonas que experimentan
transformaciones hacia la ganadería extensiva (Meta, Caque-
tá, Magdalena Medio y Córdoba) o hacia la agricultura
comercial (zona bananera de Urabá, partes de Santander y
sur del Cesar). O incluso en zonas de explotación petrolera
(Magdalena Medio, Sarare, Putumayo) y aurífera (Bajo Cau-
ca antioqueño y sur de Bolívar). Y se van situando también
en zonas fronterizas (Sarare, norte de Santander, Putumayo,
Urabá) y en zonas costeras (Sierra Nevada, Urabá, occidente
del Valle), vinculadas con actividades de contrabando.

En un sentido similar, Teófilo Vásquez125 distingue varias
fases en el accionar de las FARC: entre 1966 y 1977, sigue
siendo una guerrilla partisana, de lento desarrollo de efecti-
vos y frentes, muy subordinada al partido político. Esta
situación se modifica entre 1977 y 1983, con los bombardeos
contra El Pato (1978), que reactivan el bloque histórico de las
FARC, la represión generalizada a partir del Estatuto de
seguridad bajo la presidencia de Julio César Turbay (1978-
1982), que convenció a muchos dirigentes de que la vía arma-
da era el único camino posible, y la lectura del paro cívico de
1977 como síntoma de un supuesto clima de insurrección
general. El cambio de estrategia se expresa en la decisión de
la VII Conferencia de las FARC de pasar de la actitud defen-
siva a la ofensiva, que inicia la tendencia al predominio de la
mirada militar sobre el enfoque más político. Una tercera
fase estaría marcada por el proceso fallido de incorporación a
la vida legal, durante el proceso de paz del presidente Belisa-
rio Betancur (1982-1986), que se expresaría en los pactos de
cese al fuego de La Uribe, Meta (1984) y el lanzamiento del
movimiento político de la Unión Patriótica (1985). El fracaso
de esta experiencia llevaría a un mayor predominio del apa-
rato militar y el regreso al nomadismo guerrillero, que se
agravaría con el ataque militar del ejército a la sede central
del secretariado de las FARC en La Uribe (1990). La respues-
ta a este ataque sería una ofensiva militar sin precedentes por
parte de las FARC, que alcanza el mayor registro de acciones

bélicas entre 1991 y 1992. Este fortalecimiento de la dimen-
sión militar se expresa en el replanteamiento de la VIII Con-
ferencia de las FARC, que deciden avanzar hacia la construc-
ción de un ejército capaz de pasar a la guerra de posiciones y
de un movimiento político clandestino (el “movimiento boli-
variano”).

En el caso del ELN, Camilo Echandía observa una ten-
dencia semejante, aunque menor: también en los años ochen-
ta empieza a resurgir después de su derrota militar en Anorí
(1973), con un aumento significativo de frentes, gracias al
fortalecimiento económico que logró con la extorsión a las
compañías extranjeras que construía el oleoducto Caño
Limón-Coveñas. Luego de iniciada la explotación petrolera
del Arauca, como muestra Andrés Peñate,126 el ELN fue desa-
rrollando hábiles esquemas clientelistas para desviar recur-
sos del erario público a favor de sus amigos. Y fue expan-
diendo sus frentes, siguiendo la línea de la explotación
petrolera. Según Alejo Vargas, desde su recomposición en
los años ochenta, el ELN da un viraje hacia la presencia de
una guerrilla móvil con tendencia a arraigarse regionalmen-
te e insertarse así en nichos sociales de apoyo, buscando ges-
tar un proyecto de poder popular en el espacio geográfico de
su trabajo. Y, en el contexto actual, parece desarrollar dos
estrategias, no necesariamente excluyentes: por una parte,
consolidar su estrategia de guerra y mantener o acelerar su
ritmo de crecimiento; por otra, avanzar hacia una Conven-
ción Nacional para construir consensos de solución de los
problemas asociados al conflicto armado.127

Por su parte, como muestra Echandía, el EPL se concentra-
ba, en la década de los ochenta, en las zonas de cierto desarro-
llo agroindustrial, como Urabá, y en zonas de colonización
campesina donde se presentaba expansión de nuevos terrate-
nientes (Urabá y Córdoba), en la región del Viejo Caldas
(departamento de Risaralda y oriente de Caldas). También
ampliaba su influencia en el suroeste de Antioquia y en zonas
de Putumayo y Santander Norte, donde coexisten zonas de
colonización campesina con áreas de explotación petrolera. Y
en los centros urbanos, particularmente en Medellín. El
acuerdo de paz con Belisario Betancur en 1984 le sirvió, como
a las FARC, para expandirse a nuevas zonas y aumentar su
capacidad militar. El EPL reanuda su accionar militar en
1985, después del asesinato de uno de sus jefes y de la toma
del Palacio de Justicia por el M-19. Después de varios años de
avances y negociaciones bajo los gobiernos de Barco y Gavi-
ria, el EPL firmó en febrero de 1991 un acuerdo de paz con el
gobierno e inició un difícil proceso de desmovilización y rein-
serción, como muestra la Comisión de Superación de la Vio-
lencia, creada ese año,128 y cuyas vicisitudes analiza Fabio
López de la Roche.129 Pero las FARC pronto coparán el territo-
rio abandonado por el EPL, donde el Estado tampoco se inte-
resa en hacer presencia militar, lo que desencadena una ofen-
siva paramilitar contra los reductos de las FARC y los grupos
del EPL que no aceptaron reinsertarse.130

En resumen, entre 1985 y 1995 Echandía constata una
gran expansión de la actividad guerrillera, sobre todo en las
zonas de minifundio cafetero (afectado por la crisis interna-
cional de precios), el latifundio ganadero de la Costa Caribe
y la agricultura de tipo empresarial donde existe gran pobla-
ción rural. También se registra un importante crecimiento
del accionar insurgente en las zonas de minifundio andino
deprimido, pero en menor proporción, lo mismo que en las
áreas rurales cercanas a las ciudades. En las zonas de coloni-
zación marginal, donde su presencia había sido tradicional-
mente fuerte, sigue la expansión pero más lenta. Y concluye
que la guerrilla ha diversificado su tipo de presencia según
las características de cada región: las zonas de colonización
marginal, donde se inició, son consideradas áreas de refugio,
mientras que las zonas donde se implantó significativamente
antes de 1985 se constituyen en áreas para la captación de
recursos, quedando los municipios donde pretende expandir-
se ahora como áreas de confrontación armada.131 Esta nueva
geografía de la guerrilla respondería a un nuevo propósito
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estratégico, que implicaría pasar de la situación original en
la periferia del sistema económico a tocar el centro de la acti-
vidad agropecuaria en las zonas más dinámicas. Y obligaría
a superar la relación de causalidad directa entre violencia y
altos niveles de pobreza.132

Algunos, como el propio Echandía y Eduardo Pizarro,
han leído esta evolución como una refutación que deja sin
piso las explicaciones de las violencias referidas a las llama-
das causas objetivas, y concluyen que hay que entenderlas
como resultados de una decisión subjetiva en un contexto
histórico dado. Pero, a mi parecer, lo que demuestran estos
datos es la necesidad de combinar el énfasis en la acción
voluntaria y planificada de actores políticos armados de cor-
te jacobino con análisis diferenciados de la situación campe-
sina en cada una de las regiones señaladas, que expresarían
las condiciones —sociales y económicas— de posibilidad
para la inserción inicial y posterior consolidación de los acto-
res armados. Lo que tendríamos sería una astuta combina-
ción de un accionar militar y un recurso al terror con la
explotación de las inequidades sociales, especialmente en las
áreas donde hay una rápida expansión económica que coe-
xiste con zonas de colonización campesina tradicional, cuya
situación de pobreza contrasta con la nueva riqueza produci-
da, o con población campesina deprimida cercana a las ciu-
dades, sujetas al mismo contraste de situaciones, o, como el
caso del campesino cafetero, donde se produce un notable
deterioro de unas condiciones económicas tradicionalmente
favorables. Esto señalaría la necesidad de considerar aspec-
tos subjetivos, como la percepción relativa de su situación
con respecto al entorno, junto con condiciones objetivas,
como la debilidad estructural del campesinado, el tipo de
presencia del Estado y la representatividad de los partidos
políticos tradicionales. Obviamente, tanto los cambios subje-
tivos como los objetivos afectan necesariamente los poderes
locales y regionales —vehiculados por el bipartidismo— a
través de los cuales se expresa indirectamente la presencia
del Estado.

En ese sentido, apuntarían Jesús Antonio Bejarano y su
equipo de investigadores, al indicar la relación entre las vio-
lencias y el contraste de las rápidas transformaciones socia-
les y económicas que se operan en las zonas conflictivas con
el rezago del Estado en implantar en ellas su normatividad e
instituciones: en áreas de frontera o de rápida expansión, la
impunidad y la violencia aumentan con las migraciones
internas, el crecimiento demográfico, el auge del mercado, la
precariedad de la posesión de la tierra. Así, concluye este
autor, el auge de la violencia homicida está reflejando “la
pérdida del monopolio del Estado en cuanto al uso de
la coerción y del uso legítimo de la fuerza, así como señala
también la incapacidad de una sociedad y de su aparato
judicial para solucionar civilizadamente sus conflictos…”.133

En una posición similar, se encontraría Alfredo Rangel
cuando señala que, en esas regiones de rápida expansión, la
guerrilla aprovecha las expectativas insatisfechas provoca-
das por una bonanza en una región empobrecida y suple la
deficiencia del Estado, cuya capacidad de control queda
rebasada en el caso de las bonanzas ilegales y cuya capaci-
dad de regulación anticipatoria queda superada en las
legales. Esto crea ambientes de anarquía e inequidad, que
hacen posible que la guerrilla aparezca ante los campesinos
como instrumento de utilidad pública que genera cierto
orden y presiona a favor de cierta redistribución social de los
excedentes de las bonanzas. Por eso, Rangel caracteriza a la
guerrilla como bandolerismo “estatizante”, que ejerce —de
manera bastante autoritaria— funciones que el Estado no
cumple o cumple mal.134 Y aprovecha las medidas de descen-
tralización introducidas por la nueva normatividad y las
debilidades de la autoridad estatal en el nivel local, donde
los aparatos coercitivo y judicial son muy precarios, para ir
ampliando su control territorial e ir copando algunas regio-
nes, con prácticas clientelistas no muy diferentes de las de
las elites tradicionales de los partidos, pero reforzadas con la

coacción armada.135 Se combinan las alianzas premodernas
con los viejos caciques de las localidades con la tutela, por la
vía del terror, sobre funcionarios públicos modernos. El
número de alcaldes y concejales muertos, secuestrados o
amenazados, va en aumento constante.136

Para constatar la complejidad de la situación, convendría
señalar, como hace Fernando Cubides, que la expansión
paramilitar parece darse en contravía de la guerrillera: mien-
tras que la guerrilla se incrementa más en áreas del minifun-
dio cafetero, en ciudades intermedias y en zonas agroindus-
triales con mayor población urbana, la presencia paramilitar
nace en zonas más desarrolladas e integradas y se expande
en las zonas periféricas, donde hay más debilidad institucio-
nal y mayores reclamos por la presencia del Estado.137

Este marco global de la evolución de la confrontación
armada en los años recientes ilustra la magnitud del reto que
afronta el país y la urgencia de la búsqueda nacional de una
salida negociada al conflicto. Esta mayor conciencia de la
sociedad colombiana sobre la urgencia de conseguir la paz
se expresó, en octubre de 1998, en el llamado “mandato ciu-
dadano por la paz”, un plebiscito de casi diez millones de
colombianos, y en múltiples movilizaciones y actividades en
pro de la paz,138 pero que no parecían confluir en un movi-
miento más orgánico. Esta urgencia sentida influyó no poco
en el triunfo electoral de Andrés Pastrana, después de que
un comunicado de las FARC descalificara la candidatura de
Horacio Serpa y le diera un “disimulado visto bueno” a la de
Pastrana, que había manifestado su interés por reunirse per-
sonalmente, una vez electo, con los líderes de la guerrilla.139

11 Hacia la salida negociada

En ese contexto, la foto del presidente electo con Manuel
Marulanda Vélez, Tirofijo, el 9 de julio de 1998, dio la vuelta
al mundo y despertó un sentimiento general de euforia y
optimismo en la sociedad colombiana, después del clima de
pesimismo imperante en el cuatrienio anterior del presidente
Samper, cuya falta de legitimidad política había hecho impo-
sible cualquier tipo de negociación con la insurgencia. Esta
audacia del presidente, la confianza del gobierno de Estados
Unidos en él, el respaldo de los gremios productivos y del
establecimiento en general, junto con el acatamiento de los
altos mandos de las fuerzas armadas a la política de paz,
constituyeron una “coyuntura de oportunidad” favorable a
la salida negociada al conflicto, como muestra Francisco Leal
Buitrago.140

Otro golpe de audacia fue la aceptación, por parte del
gobierno, del despeje de cinco municipios en Meta y Caque-
tá, el 14 de octubre de 1998, que constituyó un paso adelante
para generar confianza entre el gobierno y la guerrilla. Pero
la falta de acuerdos precisos sobre las implicaciones de este
despeje iba a sembrar semillas de discordia y desconfianza,
como se evidenció en la controversia en torno a la presencia
del batallón Cazadores en San Vicente del Caguán, que des-
pertó muchas inquietudes entre los mandos militares. El
mismo efecto produjo en la opinión pública el veto a la pre-
sencia de la fiscal en el mismo municipio. Después de un tira
y afloja de varias semanas, el gobierno terminó aceptando el
retiro de los soldados y la verificación de éste por parte de
las FARC. Así, el 7 de enero de 1999 pudo instalarse la mesa
del diálogo entre las partes en San Vicente del Caguán, pero
sin la presencia del jefe guerrillero, Tirofijo, cuya ausencia
fue interpretada por algunos como desplante al presidente.
Según la guerrilla, la ausencia se debió al riesgo de un aten-
tado paramilitar.



Pero el camino no iba a ser fácil, como lo mostraron la
tragedia de Machuca, donde la tradicional estrategia del
ELN de golpear la infraestructura petrolera desencadenó la
destrucción de parte del pueblo y la muerte de muchos de
sus pobladores, y el ataque contra la base policial de Mitú
(Vaupés) por parte de las FARC, en desarrollo de su tradi-
cional estrategia de mostrar fuerza antes de sentarse a nego-
ciar, sin caer en la cuenta de que podría ser contraproducen-
te al disminuir el margen del gobierno frente a sus propios
partidarios de derecha.

El asesinato de tres indigenistas norteamericanos a
manos de las FARC constituyó otro obstáculo al proceso, lo
mismo que la congelación de los diálogos, por parte de las
FARC, mientras el gobierno no mostrara resultados concre-
tos en la lucha contra el paramilitarismo. Por otra parte, la
discusión sobre la entrega de una lista de militares supuesta-
mente involucrados en relaciones con grupos militares
empeoró la ya deteriorada relación del Comisionado para la
Paz, Víctor G. Ricardo, con los mandos militares. Los desa-
cuerdos sobre la política de paz llevaron a la renuncia de
Rodrigo Lloreda como ministro de defensa, acompañada de
rumores sobre el retiro de varios generales en su respaldo,
que fueron conjurados rápidamente. Además, los golpes
militares de la guerrilla, esta vez conjurados por el ejército,
cuya capacidad de respuesta parece irse incrementando, no
favorecían el ambiente favorable a la paz. Ni tampoco la pro-
liferación de secuestros indiscriminados en las carreteras (las
llamadas pescas milagrosas), ni el avance de los grupos para-
militares en varias regiones, ni sus secuestros de defensores
de los derechos humanos, como los miembros del IPC, Insti-
tuto Popular de Capacitación de Medellín, ni de la senadora
Piedad Córdoba. 

Todo este panorama dejaba poco campo al optimismo
hasta que el 2 de mayo de 1999, una nueva foto y reunión
del presidente Pastrana con Tirofijo le dio un segundo aire al
proceso: se firma un nuevo acuerdo en Caquetania en que
las partes de comprometen a iniciar la fase de negociación y
conformar una comisión de acompañamiento. Y el 6 de
mayo, los comisionados de las partes terminan de redactar
una agenda común de negociación, que empieza por el
acuerdo sobre la necesidad de buscar una solución política
negociada por medio de transformaciones políticas, econó-
micas y sociales que permitan consensos para la construc-
ción de un nuevo Estado fundamentado en la justicia social,
que conserve la unidad nacional. Algunos puntos de la agen-
da son la responsabilidad del Estado en la protección de los
derechos humanos, incluidos los económicos, sociales, cultu-
rales y del medio ambiente, y la búsqueda de acuerdos sobre
el Derecho Internacional Humanitario (desvinculación de
niños, erradicación de minas antipersonales, respeto a la
población civil). Otras cuestiones son una política agraria
integral, la explotación y conservación de los recursos natu-
rales, la estructura económica y social (el modelo de desarro-
llo, la redistribución del ingreso, las políticas sociales, etc.).
También aparecen la reforma política para la ampliación de
la democracia, las reformas del Estado y de la justicia, el
papel de las fuerzas militares y las relaciones internaciona-
les, para terminar con el desarrollo de instrumentos demo-
cráticos para legitimar y formalizar los acuerdos.

Esta agenda parece moverse en el ámbito de la llamada
paz positiva, encaminada a la solución de los problemas
estructurales subyacentes a las violencias, que coincidiría
con el enfoque del discurso de posesión presidencial y de la
primera presentación del Comisionado de Paz. Pero este
enfoque no parece coherente con el plan de desarrollo pre-
sentado por el gobierno —Cambio para construir la paz—,
que deja en manos del mercado el pacto social y político a
favor de la paz y no ofrece ninguna medida redistributiva
que respalde los diálogos de paz.141 Por eso, se ha criticado
frecuentemente la falta de una estrategia global y coherente,
lo mismo que el énfasis en la presencia en los medios masi-
vos de comunicación.

Sin embargo, de manera sorpresiva, cuando todo estaba
listo para el inicio de las conversaciones en La Uribe el 7 de
julio, un día antes, las dos partes anuncian un nuevo aplaza-
miento, aduciendo motivos logísticos, que fueron recibidos
con cierta incredulidad. El escepticismo aumentó con un
documento de la Defensoría del Pueblo, que denunciaba la
retención de 34 civiles y la ejecución de 11 personas por par-
te de las FARC en la zona de despeje. Estas denuncias forta-
lecieron la convicción de la necesidad de una Comisión de
Verificación, internacional o nacional, que pudiera conocer
este tipo de quejas. La falta de acuerdo sobre esta comisión,
rechazada por las FARC por no estar contemplada en los
acuerdos previos, ocasionó un segundo aplazamiento de las
conversaciones, que deberían reanudarse el 19 de julio. El 20
de julio, en su discurso de instalación del Congreso, el presi-
dente Pastrana pareció endurecer su posición al notificar a
las FARC que la paciencia de su gobierno y de 38 millones
de colombianos se estaba agotando y que la negociación sin
verificación sería inútil.

A partir de entonces, las posiciones de las partes parecían
seguir radicalizándose: Tirofijo insistía en que nunca hubo
acuerdo sobre la verificación y que el gobierno quería intro-
ducir condiciones al proceso, mientras que un comunicado
de las FARC acusaba al gobierno de no tener real voluntad
de paz, por su inacción contra los paramilitares y su alianza
guerrerista con Estados Unidos. Pero, sorpresivamente, el 25
de septiembre se anuncia un acuerdo para negociar sin tener
en cuenta la verificación y se acepta, el 28 de septiembre,
conformar una comisión de quejas, integrada por las dos
partes, para atender las inquietudes sobre el despeje. Final-
mente, se anuncia el 24 de octubre como fecha para reiniciar
las conversaciones.

Por otra parte, la creciente resistencia de la opinión
pública frente a la ausencia de reglas claras sobre la presen-
cia y autoridad de las autoridades civiles y judiciales en las
zonas del despeje, y de un claro acuerdo sobre la presencia
del ejército, pudo haber llevado al gobierno a endurecer sus
posiciones frente al ELN y a negar cualquier concesión para
ellos. Además, la percepción de las concesiones del gobierno
frente a las FARC como exageradas reforzaba la resistencia
de la opinión pública a cualquier tipo de concesión. Por otra
parte, la percepción del ELN de ser objeto de un tratamiento
de segunda clase por parte del gobierno le lleva a ampliar
sus exigencias, para no ser menos que las FARC. Así, del
acuerdo inicial que permitía la actuación de la policía en los
sitios acordados para las reuniones, donde el ejército perma-
necería acuartelado, pasó a exigir el despeje de varios muni-
cipios del sur de Bolívar. La negativa del gobierno conduce
al ELN a actos terroristas como el secuestro de los pasajeros
del Fokker de Avianca y de los feligreses de Cali, que des-
piertan honda preocupación en la opinión pública nacional e
internacional y generan un apoyo a la dinámica de la movili-
zación ciudadana en contra del secuestro. Pero también
generan una respuesta paramilitar en el Valle, que obliga al
desplazamiento forzoso de pobladores rurales del centro del
departamento. Sin embargo, en los últimos días, se han
logrado avances en los acercamientos del gobierno con este
grupo insurgente.

Estos dos procesos han coincidido con una mayor movi-
lización ciudadana en pro de la paz y una mayor presencia
de organizaciones de la sociedad civil en el apoyo a las
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negociaciones. Precisamente, el 24 de agosto, un grupo de
organizaciones sociales y otro de intelectuales y académicos
enviaron mensajes a las dos partes para presionar el inicio
inmediato de las negociaciones, sin tener en cuenta el aspec-
to de la negociación. Esta mayor presencia de la sociedad
civil se traduce en un incremento de acciones por la paz,
que se venía presentando a partir de 1988, pero que no
lograba articularse en un movimiento más orgánico.142 Ese
movimiento se expresa en movilizaciones multitudinarias
en contra del secuestro y la desaparición forzosa, que con-
fluyeron en la marcha del 24 de octubre pasado, que reunió
a más de diez millones de colombianos en las diversas ciu-
dades, para pedir el cese inmediato al fuego, la exclusión de
la población civil del conflicto armado y el comienzo de las
negociaciones.

En la organización de estas marchas confluyeron los
esfuerzos de más de 800 organizaciones de variada índole,
entre las que destacan la Red de Iniciativas Ciudadanas por
la Paz y contra la Guerra, REDEPAZ, la Red Nacional de
Mujeres, la Comisión Colombiana de Juristas, el Mandato
Ciudadano por la Paz, la Fundación País Libre, organizada
contra el secuestro. Estos esfuerzos de movilización se inspi-
raron en las marchas de los españoles contra la violencia de
ETA. El grito de “No más” constituye un llamado que no
pueden seguir ignorando los interesados en prolongar el
conflicto, pero es sólo el comienzo de un largo camino hacia
la paz que los colombianos queremos construir.
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